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En este estudio se propuso el objetivo de investigar la manifestación de la 
violencia simbólica institucional en el contexto del proceso judicial que deben 
atravesar las mujeres que han sufrido violencia en contexto de pareja. Esto bajo 
un marco de comprensión en donde se considera que el funcionamiento de esta 
sociedad es patriarcal y androcéntrico, es decir, que se estructura en función de 
otorgar beneficios a los hombres por sobre las mujeres. Es en este contexto 
que se logra visualizar el sistema de justicia como un ente que ejerce su poder 
a través del control social. 
Para esto se utilizó el método de análisis crítico del discurso sobre dos 
tipos de documentos, las transcripciones de las audiencias de cada uno de los 
cuatro casos analizados, redactadas por jueces/zas del Tribunal de Juicio Oral 
en lo Penal de Viña del Mar, y las grabaciones de dichas audiencias para 
complementar este análisis.   
Los resultados obtenidos fueron, en una primera parte, la distinción de 
dos instancias del proceso judicial en las cuales se manifiesta la violencia 
simbólica en el discurso institucional de lxs funcionarixs(1) involucradxs. En 
segundo lugar la existencia de ciertos factores que favorecen la revictimizacion 
de mujeres que han sufrido violencia en contexto de pareja, representados por 
cuatro elementos identificados en los cuatros casos analizados. Y finalmente la 
evidencia de una falta de perspectiva de género en la tramitación de la violencia 
contra las mujeres en el sistema judicial chileno. 
Palabras claves: violencia simbólica, relaciones de poder, violencia institucional 








La violencia como fenómeno social puede adoptar variadas formas de 
expresión, dependiendo del contexto en que ésta se presente y también de las 
personas que estén involucradas en ello. En esta investigación, se pretende 
abordar particularmente la violencia contra las mujeres como una expresión de 
la violencia simbólica que se ejerce desde las instituciones. Considerando que 
estas instituciones comportan un poder de dominación. 
 Históricamente, las mujeres han ocupado un lugar de sometimiento en la 
sociedad, por lo que, hoy en día la violencia contra las mujeres es una 
problemática que difícilmente causa indiferencia. Lo anterior se debe a que en 
las últimas décadas, éste fenómeno ha sido fuertemente cuestionado, y no solo 
por movimientos feministas, sino que la ciudadanía ha comenzado a 
denunciarlo debido a la mayor información disponible a la que se puede 
acceder a través de los medios de comunicación masiva como, por ejemplo, la 
televisión, la radio, internet, etc. Según la Red Chilena contra la Violencia 
Doméstica y Sexual (2009) “esta forma sutil de violencia está inserta ya en el 
lenguaje con el que todos los sujetos son socializados y reproducen, a su vez, 
las formas de socialización: al interior de la familia, en las escuelas, en los 
espacios de trabajo, en los medios de comunicación de masas” (p. 8). 
 Para efectos de esta investigación, se propone demostrar la 
manifestación de violencia simbólica presente en el discurso de funcionarixs 
que participaron en los cuatro casos seleccionados. Este discurso institucional 
fue analizado a partir de la intervención de funcionarixs pertenecientes al 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar en dichos casos, empleadxs 
de uno de los tres poderes del Estado, el Poder Judicial. Es por esto que se 
plantea que el discurso de aquellxs funciona como la reproducción del discurso 
del Estado y a través de su análisis se pretende conocer cómo es que se 
manifiesta este fenómeno sobre mujeres que ya han sufrido violencia por parte 
de sus parejas o exparejas, y que son revicitmizadas en el contexto judicial. 
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 La presente investigación se conforma por una serie de etapas, 
comenzando por la fundamentación de la problemática planteada, lo cual 
permite la proposición de la pregunta de investigación, el objetivo general, los 
objetivos específicos y la relevancia que comporta dicho estudio. Luego en el 
marco teórico se presentan lxs principales autorxs, teorías y conceptos que 
permiten la comprensión de este fenómeno.  En el marco metodológico se 
expuso que este estudio comporta una perspectiva epistemológica basada en 
los planteamientos de la teoría crítica, enfatizando en la perspectiva feminista 
como un posicionamiento que facilita la crítica de fenómenos sociales. El 
enfoque metodológico utilizado fue cualitativo y el método fue el análisis crítico 
del discurso realizado sobre documentos producidos y facilitados por el Poder 
Judicial, específicamente por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del 
Mar. 
 Finalmente, en la última etapa se encuentra la presentación de los 
resultados obtenidos a partir del análisis realizado, las conclusiones y los 














FUNDAMENTACIÓN DEL PROBLEMA 
Es sabido que la noción de “violencia” significa “forzamiento” o 
“intimidación”. En esa línea, la convención de Belém do Pará (Brasil) 
define la violencia contra las mujeres como cualquier acción o conducta, 
basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado. (Laurenzo, P., Maqueda, M & Rubio, A., 2008, p.63) 
Gracias a la masificación, expansión y elaboración de información relacionada a 
la temática de violencia, es que es posible abordarla desde distintas aristas. La 
violencia contra las mujeres tienes variadas formas de expresión, las cuales 
pueden darse en distintos contextos, cada una por sí sola o conjuntamente. 
 A nivel internacional, en relación a lo pactado en la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 
o la Convención De Bélem Do Pará, Casas, L., Riveros, F. & Vargas, M.(s.f.) 
plantean que “la violencia contra la mujer constituye una violación a los 
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a 
la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades y que 
su eliminación es una condición sine qua non para el pleno desarrollo personal 
y social y el ejercicio de los derechos de las mujeres” (p.16).  
 Según lo decretado por la Organización de las Naciones Unidas (ONU, 
2017), “los derechos humanos son derechos inherentes a todos los seres 
humanos, sin distinción alguna de raza, sexo, nacionalidad, origen étnico, 
lengua, religión o cualquier otra condición. Entre los derechos humanos se 
incluyen el derecho a la vida y a la libertad; a no estar sometido ni a esclavitud 
ni a torturas; a la libertad de opinión y de expresión; a la educación y al trabajo, 
entre otros muchos. Estos derechos corresponden a todas las personas, sin 
discriminación alguna.”  
 Esta definición que brinda la ONU acerca de los derechos humanos se 
sustenta en una serie de normas comunes descritas más ampliamente en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos aprobada en París en 1948. La 
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noción de la violencia contra la mujer como una violación a los derechos 
humanos propone una problemática que traspasa la esfera de la intimidad en la 
que se ha enmarcado este fenómeno y lo externaliza al ámbito público y 
político. 
Es a través de la concepción de la violencia contra la mujer como un 
fenómeno que se desarrolla en el ámbito público y no privado que se propone el 
concepto de violencia simbólica, la cual responde a una forma cultural y 
estructural de organización de la sociedad en función de la dominación hacia la 
mujer. 
Tal y como propone Bourdieu (1998) sobre el sometimiento al que las 
mujeres han estado históricamente expuestas, expone lo siguiente: “siempre  
he  visto  en  la dominación  masculina,  y  en  la  manera  como  se  ha  
impuesto  y  soportado,  el  mejor ejemplo  de  aquella  sumisión  paradójica,  
consecuencia  de  lo  que  llamo  la  violencia simbólica, violencia amortiguada, 
insensible, e invisible para sus propias víctimas, que se ejerce esencialmente a 
través de los caminos puramente simbólicos de la comunicación y del  
conocimiento  o,  más  exactamente,  del  desconocimiento,  del  
reconocimiento  o,  en último  término,  del  sentimiento” (p.11). 
Esta sumisión paradójica de la que habla Bourdieu corresponde a la 
expresión de la violencia simbólica, la cual se inscribe en un sistema que se 
desarrolla en función de las relaciones de poder, en donde este poder se ejerce 
a partir de ciertas instituciones. Siguiendo a Bourdieu (1998) cuando plantea 
que hay que “recordar  que  lo  que,  en  la  historia,  aparece como  eterno  sólo  
es  el  producto  de  un  trabajo de  eternización  que  incumbe  a  unas 
instituciones (interconectadas) tales como la Familia, la Iglesia, el Estado, la 
Escuela” (p.8). 
En esta investigación, la institución en cuestión es el poder judicial del 
Estado de Chile, como un eventual agente reproductor de la dominación 
masculina que menciona Bourdieu. Se plantea a la justicia como una institución 
en donde puede producirse y reproducirse la violencia que, en este caso, se 
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especifica contra las mujeres. La violencia simbólica que es ejercida por 
instituciones recibe el nombre de violencia institucional. 
Según información de la Red Chilena contra la Violencia Domestica y 
Sexual (2009), “así se ha entendido que la violencia contra las mujeres, ejercida 
especialmente por particulares y en forma frecuente, además, en la esfera de 
las relaciones íntimas, involucra también la responsabilidad del Estado. Sin 
embargo, este énfasis no puede excluir que igualmente el Estado es 
primariamente responsable por los actos de violencia que ejercen sus propios 
órganos y agentes. Esta forma de violencia es la que se ha llamado violencia 
institucional” (p. 74). 
La violencia institucional evidencia la responsabilidad del Estado en 
cuanto al abordaje de esta problemática. Se asume como el organismo 
encargado de velar por la protección de la ciudadanía al ratificar políticas 
internacionales como la Convención de Bélem Do Pará, la cual pretende 
erradicar la violencia contra la mujer. Pero es a través del establecimiento de 
conceptos como la violencia institucional que se visualiza el déficit que existe en 
torno a las vías de solución de éste tipo de problemáticas que, sin lugar a 
dudas, son de preocupación mundial.   
Según Armida, M. J., Cassino, M., Ciarniello, L., Witis, R. &Averbuj, G. 
(2014), la violencia institucional se define como “aquellas formas más graves 
que puede adoptar el accionar de los funcionarios públicos: se trata de prácticas 
estructurales de violación de derechos por parte de funcionarios pertenecientes 
a fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, servicios penitenciarios y efectores de 
salud en contextos de restricción de autonomía y/o libertad” (p.13). 
Así mismo, se propone que el fenómeno de la violencia simbólica 
institucional se produce en torno a una sistema regulado a partir de las 
relaciones de poder que plantea Foucault, que como expone Piedra Guillén, N. 
(2004), el poder se encuentra en todas y todos y que “para analizar las 
relaciones de poder es necesario conocer los “saberes” que se han construido 
como hegemónicos en un momento histórico determinado. Estos son saberes 
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que han dado forma a los discursos, que tienen una lógica y racionalidad 
propia; de ahí que su origen es de carácter histórico” (p. 125). Es por esto, que 
en el presente estudio se propuso la investigación de la manifestación de este 
tipo de violencia a través del análisis de los discursos.  
De acuerdo con una investigación realizada en España, se demuestra la 
presencia de violencia institucional en el contexto judicial a través de un estudio 
que analizó, tanto testimonios de mujeres que habían sufrido este tipo de 
violencia, como también jueces que fueron entrevistados. A partir de los 
resultados obtenidos, según Bodelón, E. (2014) una de las conclusiones a las 
que llegan es que “se ha visibilizado que el Estado puede ser también un 
agente que comete formas de violencia de género institucionalizada, no sólo 
porque a través de sus agentes se realicen actos de violencias físicas, 
psicológicas o sexuales, sino también por la responsabilidad que tiene el Estado 
y sus agentes en la prevención, sanción y erradicación de dichas violencias 
contras las mujeres” (p. 133). 
A partir del discurso institucional de estxs funcionarixs es que 
eventualmente se visibilizaron elementos que dan cuenta del desarrollo de este 
tipo de violencia en casos de mujeres que han sufrido violencia en el contexto 
de pareja y que, a través de estas prácticas discursivas institucionales, son 
finalmente revictimizadas. Siguiendo con Bodelón, E. (2014), se plantea que “la 
experiencia de las mujeres en los juzgados especializados de violencia de 
género sobre la mujer presenta algunos problema que podemos denominar 
como victimización secundaria. El desarrollo de un nuevo marco legal y nuevas 
instituciones para su desarrollo no se ha visto acompañado siempre de un 
cambio en las estructuras jurídicas androcéntricas, en los estereotipos de 
los/las operadores, ni en una atención suficientemente atenta a las necesidades 
de las mujeres. Las carencias en la formación y sensibilización de los 
operadores jurídicos siguen siendo un grave problema que han puesto de 
manifiesto diversas asociaciones y expertos” (p.147). 
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Según Facio, A. (1999), define las culturas androcéntricas como 
“centradas en el hombre, y que han hechos de éste el paradigma de lo humano. 
Una cultura androcéntrica es aquella en la que el hombre, sus intereses y sus 
experiencias son el centro del universo” (p.37). A partir de esta definición de 
androcentrismo es que es posible encuadrar y contextualizar la cultura 
patriarcal en la cual se desarrollan este tipo de problemáticas. 
 En Chile, la violencia contra la mujer se visibiliza políticamente como una 
problemática necesaria de abordar a partir de la creación del primer organismo 
encargado de legislar para su erradicación. De acuerdo a lo estipulado en 
documentos de la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN, s.f.), se plantea que 
“en el año 1969 durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva se creó la 
Oficina Nacional de la Mujer de la Presidencia de la República, dependiente de 
la Secretaría General de Gobierno. Posteriormente, bajo el mandato del 
presidente Salvador Allende se creó la Secretaría Nacional de la Mujer (Decreto 
1.322 de 1972)” (pp. 5-6). 
 A partir de la década de los noventa que se crea el Servicio Nacional de 
la Mujer (SERNAM), este organismo fue “creado por el Gobierno de Chile para 
promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, y fue creado 
por la Ley N° 19.023, publicada el 3 de enero de 1991” (SERNAM, s.f.).  
 Aun cuando Chile, desde 1994, forma parte del grupo de países que 
ratificaron la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer (convención de Belém do Pará, Brasil), de igual forma 
se observa que los organismos nacionales encargados de efectuar políticas que 
regulen y controlen el desarrollo de este fenómeno no han logrado su cometido, 
ya que la violencia contra la mujer sigue manifestándose día a día. 
La violencia institucional puede desarrollarse y expresarse de variadas 
maneras y hacia diversos actores. En este caso, el fenómeno se evalúa a 
través del análisis de prácticas discursivas que, a través del uso del lenguaje, 
pueden dar cuenta de la expresión de este fenómeno. Particularmente, se 
planteó abordar este tipo de violencia en este contexto para lograr visibilizar las 
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lógicas de dominación que pueden ser reproducidas en los argumentos de 
ciertxs actorxs en el contexto judicial. 
Es por esto que es sumamente relevante identificar ciertas prácticas que 
contribuyen a que la dominación y el sometimiento se mantengan y se 
perpetúen, en instituciones como el Estado, un lugar en donde el poder se 
ejerce jerárquicamente. Estas prácticas se conciben como una forma de acción, 
no sólo como un discurso, tal y como plantean Iñiguez y Antaki (1994) quienes 
conciben los discursos como prácticas lingüísticas que “promueven y mantienen 
ciertas relaciones sociales” (p. 63). A partir de lo anterior es que el discurso de 
estxs sujetxs se analiza como una manera de reproducción de los patrones de 
dominación masculina antes mencionados. 
De esta manera, el fenómeno que fue escogido para ser investigado en 
el presente estudio es la violencia simbólica institucional ejercida contra mujeres 
que han sufrido violencia en contexto de pareja. Lo anterior desde el análisis de 
los argumentos presentes en el discurso de figuras que representan al aparato 
jurídico del Estado de Chile, específicamente jueces, juezas, abogadxs y 
fiscales. Estos argumentos serán analizados como prácticas discursivas, 
considerados como una acción respecto al fenómeno de violencia mencionado 
anteriormente en el contexto de audiencias del Tribunal de Juicio Oral en lo 
Penal de Viña del Mar.  
 La violencia ejercida contra las mujeres en Chile se aborda 
legislativamente a través del concepto de “violencia intrafamiliar”. Según la BCN 
(2011), la violencia intrafamiliar (VIF)(2) se define como “todo maltrato que 
afecte la vida o la integridad física o síquica de quien tenga o haya tenido la 




(2): la sigla VIF será utilizada para nombrar la “violencia intrafamiliar”. 
13 
 
PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 
¿De qué manera se manifiesta la violencia simbólica en el discurso institucional 
de funcionarixs del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar en casos 
de mujeres que han sufrido violencia en contexto de pareja? 
OBJETIVOS 
Objetivo general 
Conocer los discursos de funcionarixs del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de 
Viña del Mar que permitan dar cuenta de la manifestación de violencia simbólica 
institucional en casos de mujeres que han sufrido violencia en contexto de 
pareja.  
Objetivos específicos 
• Describir en qué instancias del proceso judicial se manifiesta la violencia 
simbólica institucional evidenciada a través del discurso de lxs 
funcionarixs involucradxs en los casos analizados. 
• Identificar cuáles son los factores en el discurso institucional de dichxs 
funcionarixs que favorecen a que se genere un ambiente revictimizante y 
simbólicamente violento. 











El presente proyecto de investigación comporta una relevancia social, debido a 
que el fenómeno de la violencia contra la mujer es una problemática de gran 
envergadura. Según el Observatorio de Equidad de Género en Salud (OEGS, 
2013), “la  Encuesta  Nacional  de  Victimización  por  Violencia Intrafamiliar y 
Delitos Sexuales, realizada por el Ministerio del Interior en el año 2008, informó 
que la prevalencia de cualquier tipo de violencia doméstica contra las mujeres 
de 15 a 59 años alcanzaba un 35,7%. Del total de estas mujeres, el 32,6 % 
había sido simultáneamente víctima de violencia psicológica, física y sexual” (p. 
22). 
 Este es un fenómeno culturalmente instalado y reproducido, por lo que 
en esta investigación se plantea que bajo el funcionamiento de una lógica 
patriarcal se fomenta el ejercicio de poder por parte del Estado que, a su vez, 
contribuye a la reproducción de este tipo de violencia. Es por esto que se 
plantea como socialmente relevante el hecho de visibilizar la violencia 
institucional, generando conciencia entorno a esta problemática. 
 Por otro lado, esta investigación también comporta una relevancia 
disciplinar, la cual radica en que a través de la intervención de disciplinas como 
la psicología se puede generar un aporte en cuanto a la visibilización de este 
tipo de violencia y a la comprensión de fenómenos sociales complejos como las 
relaciones de poder que, a la vez, posibilite la apertura de un camino al 
entendimiento de las lógicas de sometimiento bajo las cuales se concibe a la 
mujer en una sociedad patriarcal. 
 Asimismo, es importante proponer el rol del psicólogx como profesional 
de las ciencias sociales, al cual se le adjudica la responsabilidad de convertirse 
en agente de cambio al producir información o al intervenir sobre problemáticas 
que aquejan a la sociedad, como lo es la violencia contra la mujer. La psicología 
como disciplina podría otorgar mayores recursos y elementos para investigar un 
fenómeno como la violencia institucional, ya que en Chile no ha sido incluida 
15 
 
como temática de interés, ya sea para ser abordada desde la legislación o bien 
para su investigación. 
 De acuerdo a las principales características de la psicología crítica, 
Montero, M. (2010) propone que “El cuestionamiento, mediante el juicio crítico, 
de las diferentes formas de ejercer el poder, así como sus manifestaciones 
explícitas e implícitas en la práctica psicológica y en la vida cotidiana, son 
objeto de estudios críticos debido a que pueden presentarse como modos 
naturales de ser de algunas situaciones no discutidas o argumentadas como la 
única forma adecuada de ser” (p. 179). 
 Tal y como plantea la OEGS (2013), la legislación argentina cuenta con 
la Ley 26.485, la cual “define la violencia institucional como “aquella realizada 
por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a 
cualquier órgano, ente o institución pública, que tenga como fin retardar, 
obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y 
ejerzan los derechos previstos en esta ley” (2009). Lo que caracteriza a la 
violencia llamada institucional es su ejercicio en el marco de las instituciones del 
Estado, por sus órganos y agentes” (p. 45). 
 Bastante es lo que se ha discutido sobre violencia contra las mujeres, 
tanto a nivel internacional como nacional, pero en el presente estudio se intenta 
trasladar la identificación de este fenómeno en una esfera poco investigada 
como lo es el poder judicial chileno, por lo que este estudio también comporta 
una relevancia teórica. El objetivo principal de esta investigación radica en 
visualizar de qué manera la violencia institucional podría manifestarse a través 
del discurso de éstos funcionarixs. 
 En torno a esta problemática es que ésta investigación se plantea la 
producción de un conocimiento situado, en el aquí y ahora. Esto puede 
explicarse a través del concepto de conocimientos situados propuesto por 
Haraway (1991), en donde se comprende la producción de conocimiento desde 
la objetividad feminista, la cual  “trata de la localización limitada y del 
conocimiento situado, no de la trascendencia y el desdoblamiento del sujeto y el 
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objeto” (p.327). A partir de esa concepción del conocimiento es que se intenta 
explicar que esta investigación comporta una relevancia teórico-práctica situada 
en un tiempo y espacio determinados, como lo es el hecho de realizar un 
estudio sobre violencia institucional en un contexto determinado que, en este 
caso, es el poder judicial chileno, más específicamente referido a la 
manifestación de este fenómeno en las prácticas ejercidas por funcionarixs del 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar que participaron en los 
casos antes mencionados. 
 Siguiendo con Haraway (1991), se conceptualiza esta producción de 
conocimiento situados, entendiendo el conocimiento desde la alternativa al 
relativismo, la cual se plantea como “los conocimientos parciales, localizables y 
críticos … El relativismo es una manera de no estar en ningún sitio mientras se 
pretende igualmente estar en todas partes” (p. 329). Esto permite distinguir que 
es diametralmente distinto el contexto en el que se realiza un estudio sobre 
violencia institucional en España que en Chile, ya que, por ejemplo, en España 
está contemplada la perspectiva de género en su legislación, lo cual evidencia 
que se visualiza de una manera más amplia el fenómeno de la violencia 
ejercida por instituciones. Lo anterior permite concebir la importancia de 
considerar el contexto en el que se produce el conocimiento para así evaluar, 












Mujeres y hombres conviven en una sociedad que mantiene una forma de 
estructurar la convivencia, su funcionamiento y su desarrollo, según ciertos 
patrones de comportamiento y entorno a relaciones de poder. La manera en 
que estas relaciones influyen en el vínculo entre seres humanos es 
fundamental, además del cómo nos relacionamos respecto a los organismos e 
instituciones que nos estructuran como, por ejemplo, el Estado. 
Según Nancy Piedra (2004), Foucault plantea que “el poder está en 
todas partes —en el espacio y en el tiempo—, en toda relación humana, en la 
medida en que existen contextos históricos específicos que se definen a través 
de los discursos, instituciones, normas, valores, etc. Se construyen verdades 
que deben ser incorporadas en la sociedad. Para lograr dicha introyección se 
cuentan con varios instrumentos. Así, el sujeto es subjetivizado a través del 
discurso. Se trata del discurso dominante, el discurso de poder y saber. Todos 
estamos a su vez traspasados por las relaciones de poder. Ejercemos poder 
sobre otros y se ejerce poder sobre nosotros” (p.125). 
En función al planteamiento de Foucault es que se puede pensar en las 
relaciones que se generan alrededor del poder, las relaciones de dominación a 
las que las personas están expuestas dentro de la vida en sociedad. Estas 
relaciones se dan en todo ámbito y entre todos los actores que forman parte de 
una sociedad, como también en las relaciones que éstos mantienen con los 
organismos reguladores. 
De acuerdo con lo que plantean Pujal, M y Amigot, P. (2010), ellas 
realizan una lectura de los principales conceptos desarrollados por Foucault, 
quien propone que “a partir del siglo XVIII no es la ley sino la norma una de las 
piezas clave de los dispositivos de poder. En relación con esto, es claro que la 
feminidad ha sido objeto de una enfática construcción discursiva normalizadora 
desde hace dos siglos en occidente. La función reproductiva, por ejemplo, ha 
sido, y sigue siendo, una función fundamental de la feminidad normal” (p. 135). 
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 Esta concepción de la norma permite explicar y contextualizar el 
fenómeno que se investigó en el presente estudio. La violencia que se ejerce 
contra las mujeres por parte del sistema patriarcal obedece al funcionamiento 
según normas que dictaminan y normalizan, valga la redundancia, los 
comportamientos de las personas, considerando así que el lugar y el rol que le 
corresponde a la mujer es de subordinación ante lo masculino. Estas autoras 
hacen una revisión de los conceptos de Foucault para plantear, dentro de otras 
temáticas, el género como un dispositivo de poder que “realiza dos operaciones 
fundamentales e interrelacionadas; por un lado, la producción de la propia 
dicotomía de sexo y de las subjetividades vinculadas a ella y, por otro lado, la 
producción y regulación de las relaciones de poder entre varones y mujeres” 
(Pujal, M. & Amigot, P., 2010, pp. 134-135). 
 Las prácticas normalizadoras antes mencionadas hacen referencia a que 
la invisibilización de este tipo de violencia va más allá del hecho de considerarlo 
como un fenómeno existente que se pretende negar, más bien se trata de la 
operación contraria, de prácticas que han sido normalizadas y naturalizadas por 
el patriarcado, pero que a partir de los movimientos feministas se pretende 
visibilizar y denunciar. 
Asimismo, ocurre la normalización y la naturalización de las prácticas del 
orden dominante que contribuyen a perpetuar y reproducir ciertos patrones que 
dictaminan la jerarquización del poder como ocurre en el caso del patriarcado. 
Esto deriva en la producción de fenómenos como la violencia, el cual se basa 
en el abuso de poder que se ejerce sobre la población sometida, en este caso 
las mujeres. Según Facio, A. (1999) “vivimos bajo un sistema de sexo/género 
con dominación masculina (o en otras palabras “patriarcado”) que no puede ser 
eliminado por un esfuerzo individual sino que debe ser cambiado en sus propias 
estructuras a la vez que por de la concientización” (p. 102). 
Retomando lo planteado por Foucault sobre las relaciones de poder, se 
debe aclarar que él en sus escritos no hace referencia explícita a teorías sobre 
perspectiva de género, pero sus planteamientos si han sido utilizados como 
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sustento teórico en propuestas del movimiento feminista relacionadas a la 
dominación masculina en la que se sostienen las lógicas del patriarcado. Esto 
explica la razón por la cual el poder esta ejercido unidireccionalmente, 
manteniendo a lo masculino como lo dominante. 
Por otro lado, y retomando el concepto de dominación es que se plantea 
que las personas se encuentran inmersas en un sistema que se desarrolla a 
partir de ciertas lógicas, las cuales pueden tornarse abusivas desde el punto de 
vista de que, al estar bajo la dominación de ciertos actores u organismos que 
controlan el funcionamiento de la sociedad, el mandato es a acatar las normas 
que han sido impuestas y establecidas en pos de los interés de lo masculino. 
Asistimos así a un proceso de asimilación de la dominación que tiene 
que ver en primer lugar con la construcción social e histórica de los 
cuerpos, una construcción que ha estado permanentemente permeada 
por la visión androcéntrica del mundo a partir de la que se organiza la 
división por género, de tal manera que estos se conciben y visualizan 
como esencias sociales jerarquizadas (Maldonado, M. C. (2003), p. 70). 
En relación a lo anterior y haciendo dialogar conceptos tanto de Foucault 
como de Bourdieu, para esta investigación se propone a la dominación 
masculina como el eje central de las relaciones de poder, las cuales estructuran 
el comportamiento y todo lo que involucra la organización y el desarrollo de una 
persona, ya sea hombre o mujer, ambos se encuentran inmersos en estas 
lógicas de funcionamiento dicotómico que responden a una forma androcéntrica 
de concebir las relaciones en todo ámbito. 
Según Maldonado, M. C. (2003), “la dominación masculina se perpetúa 
así en todas las relaciones e instituciones sociales, puesto que es producto de 
una violencia simbólica invisible para sus propias víctimas. Las relaciones de 
dominación no se sustentan en decisiones conscientes, sino que están ocultas 
tanto para los dominantes como para dominados, y se expresan en 
percepciones y hábitos duraderos y espontáneos” (p.70). 
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La violencia simbólica da cuenta de un tipo de violencia sutil que suele 
pasar desapercibida ante los ojos de quien la ejerce como también de quien es 
sometido a ésta, lo cual dificulta su detección y el pronto abordaje de la misma, 
así como también el entendimiento del porqué se dan de cierta manera u otra 
las lógicas de ordenamiento de la sociedad en cuanto a la dominación 
masculina por sobre lo femenino. 
Las estructuras de dominación son el producto de un  trabajo  
continuado  (histórico  por  tanto) de  reproducción  al  que  contribuyen  
unos  agentes singulares (entre los que están los hombres, con unas 
armas como la violencia física y la violencia simbólica) y unas 
instituciones: Familia, Iglesia, Escuela, Estado (Bourdieu, p. 50). 
 Las instituciones de las que habla Bourdieu son las que finalmente, a 
través de la normalización de esta dominación y al ejercicio del poder que se 
adjudican, ejercen violencia institucional sobre las mujeres, concebidas como 
actores sociales oprimidas por el sistema patriarcal bajo el cual se encuentra 
Chile. Así mismo, de esta reflexión se desprende el hecho de que el Estado, 
concebido como la institución encargada de proteger a la mujer ante la eventual 
violación de sus derechos, al mismo tiempo es el organismo que, a través de la 
asignación de un rol determinado, la controla y la violenta, haciendo ejercicio 
del poder que comporta como institución androcéntrica y normalizadora. 
Según Bourdieu (2000) “La  violencia  simbólica  se instituye  a  través  
de  la  adhesión  que  el  dominado  se  siente  obligado  a  conceder  al 
dominador  (por  consiguiente,  a  la  dominación)  cuando  no  dispone,  para  
imaginarla  o para imaginarse a sí mismo o, mejor dicho, para imaginar la 
relación que tiene con él, de otro instrumento de conocimiento que aquel que 
comparte con el dominador y que, al no ser  más  que  la  forma  asimilada  de  
la  relación  de  dominación,  hacen  que  esa  relación parezca  natural;  o,  en  
otras  palabras,  cuando  los  esquemas  que  pone  en  práctica  para percibirse  
y  apreciarse,  o  para  percibir  y  apreciar a  los  dominadores  (alto/bajo, 
masculino/femenino,  blanco/negro,  etc.),  son  el  producto  de  la  asimilación  
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de  las clasificaciones, de ese modo naturalizadas, de las que su ser social es el 
producto” (p. 51). 
Lo relevante de los planteamientos de Bourdieu en relación a la temática 
propuesta para esta investigación apunta a que, mediante la naturalización de 
este fenómeno, se logra desplegar un completo sistema que dictamina las 
formas de comportamiento de las personas y la manera en que éstas se 
desenvuelven, tanto en el ámbito público como en el privado. 
Según la Red Chilena contra la Violencia Domestica y Sexual (2009) “las 
distintas formas con que la violencia se escenifica en la cultura y en la sociedad, 
tienen en la violencia que se ejerce contra las mujeres, particularidades que se 
develan en el conocimiento que señala la existencia de una violencia simbólica, 
como propiedad de una cultura fundada en relaciones de dominación, lo que 
exige, antes que todo, desarrollar formas particulares de sensibilidad y de 
atención para detectarla. El lenguaje es su primer campo de acción, y no solo el 
lenguaje verbal, sino también el lenguaje de los gestos, de las imágenes, de la 
publicidad” (p. 9). 
Siguiendo con las autoras Pujal, M. y Amigot, P. (2010), “los dispositivos 
de poder no son neutros desde un punto de vista de género y deben visibilizar 
los procesos de subordinación femenina … los cuerpos femeninos han sido y 
son objeto de técnicas corporales normalizadoras que varían en función de los 
contextos. Una de las principales lagunas del modelo disciplinario es que 
acepta subrepticiamente la división entre la esfera pública y privada, 
minimizando la segunda para hacer de esta ultima un mero reflejo de la 
primera. (Rodríguez, Magda, 1999)” (p.137). 
 El hecho de considerar que la violencia contra la mujer es un fenómeno 
que exclusivamente se inscribe dentro de la esfera de lo privado sigue la lógica 
de invisibilizar el entramado cultural y estructural que comporta. La politización y 
externalización de este tipo de violencia es un elemento que unifica las teorías 
feministas, ya que desde el feminismo, este tipo de violencia se concibe como 
una problemática que ocurre a nivel estructural de la sociedad. Es a través de la 
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lógica patriarcal que se intenta comprender cómo es que funciona el 
sometimiento al que están expuestas constantemente las mujeres. 
 A partir de lo que proponen Laurenzo, P. et al. (2008), se puede 
identificar al patriarcado con un “sistema de dominación genérico en el cual las 
mujeres permanecen genéricamente bajo la autoridad a su vez genérica de los 
varones; sistema que dispone de sus propios elementos políticos, económicos, 
ideológicos y simbólicos de la legitimación y cuya permeabilidad escapa a 
cualquier frontera cultural o de desarrollo económico. El patriarcado es universal 
y es, sin embargo, una política que tiene entonces solución política (Valcárcel: 
1991, 142)” (pp. 28-29). En función de lo anterior, se desprende que el 
patriarcado responde a una característica intrínseca que es la universalidad, por 
lo tanto, el ámbito de lo privado se vuelve insuficiente para describir el contexto 
en el que se desarrolla y se reproduce la violencia con las mujeres. 
En esta investigación se pretende abordar y comprender las lógicas de 
dominación masculina que se encuentran en correlación con las relaciones de 
poder antes mencionadas. Esto es a partir de la concepción androcéntrica que 
rige la manera de pensar y de comportarse de las personas. Tal y como plantea 
Facio, A. (1999), en relación a la justicia concebida como una institución a la 
cual se le adjudica el poder normar a la sociedad, se propone que “el derecho 
se entrama con otros sistemas normativos (social y moral) que, al igual que 
éste, contribuyen al disciplinamiento de género. Sin embargo, el poder del 
derecho es más fuerte que el de cualquiera de estos sistemas, en tanto hace 
recaer sobre sus regulados la amenaza de la fuerza y el temor ante su 
incumplimiento” (p. 57). 
A través de la concepción de violencia simbólica anteriormente expuesta, 
es posible visualizar el entramado social, cultural y estructural en el que ésta se 
inscribe. Es a partir del concepto de “relaciones de poder” del que habla 
Foucault  que se facilita comprender el ejercicio de violencia simbólica en un 
contexto determinado como lo es, en este caso, el poder judicial del Estado. Es 
así como se propone esta institución como una instancia en donde el ejercicio 
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de poder y dominación sobre una determinada población de la sociedad, las 
mujeres, resulta violento simbólicamente. 
Todavía hoy en día al hablar de violencia contra las mujeres no se 
visibiliza suficientemente que estamos ante vulneraciones de derechos 
de las que el Estado puede ser directamente el autor, por acción u 
omisión, o en las que puede tener una responsabilidad. En los análisis 
sobre las violencias hacia las mujeres los personajes habituales suelen 
ser las mujeres y sus agresores, pero desde hace tiempo sabemos que 
el Estado y sus autoridades pueden ser directa o indirectamente 
responsables de variadas formas de violencia de género (Bodelón, E., 
2014, p. 132). 
 La violencia institucional, en este estudio en particular, será concebida 
como una forma de expresión de la violencia simbólica que se expuso 
anteriormente. La violencia simbólica, considerada como un concepto que da 
cuenta de un fenómeno en particular, hace referencia a un sistema que produce 
y reproduce la dominación masculina. 
Asimismo, Bodelón, E. (2014) propone que la falta de abordaje de este 
fenómeno responde justamente a la escasez de investigación y a la pobreza de 
reflexión que se evidencia al respecto, lo cual explica planteando que “la 
ausencia fundamental siguen siendo la falta de un reconocimiento jurídico 
explícito, en el derecho estatal y autonómico, de que existen formas de 
violencia institucional contra las mujeres que constituyen una parte de las 
violencias patriarcales. Esta ausencia no puede entenderse como una falta de 
referencias jurídicas, puesto que como hemos visto existen en el derecho 
internacional normas que definen el contenido de dicha violencia institucional y 
que forman parte de nuestro ordenamiento jurídico. Así pues, podemos hablar 
de un problema de estructuras jurídicas androcéntricas que no reconocen la 
importancia y entidad de las violencias institucionales pero no de una ausencia 
de regulación” (p. 138). 
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 En función del trabajo propuesto para esta investigación es que se 
plantea la violencia institucional referida principalmente a una forma de violencia 
contra mujeres, quienes ya han sufrido violencia en contexto de pareja y que al 
recurrir a instancias legales son revictimizadas. La violencia ejercida por las 
instituciones puede expresarse de diversas maneras, hacia diversos actores 
sociales y en diversos contextos, pero en este estudio se abordó la dimensión 
de ésta contra mujeres en el contexto judicial. 
De acuerdo con lo planteado por Laurenzo, P. et al. (2008), “antes de 
que la violencia física se convierta en agresión violenta contra el cuerpo de una 
mujer o de una niña, ha habido largos y extensos episodios de violencia 
secundaria que no han sido reconocidos como tales, muy probablemente 
porque constituyen la norma dentro de la cual muchas relaciones se 
desarrollaron” (p. 82). 
Estos episodios de violencia secundaria antes descritos se van a plantear 
como victimización secundaria la cual, en este caso en particular, es ejercida 
contra las mujeres que han sufrido violencia en contexto de pareja y deben 
pasar por un proceso judicial. Lo relevante de este planteamiento radica en que 
estas mujeres además de haber sido víctimas de su pareja en una primera 
instancia, luego se ven envueltas en una segunda situación en donde son 
vulnerados sus derechos por parte del ejercicio de profesionales pertenecientes 
al ámbito judicial. 
Según Gutiérrez, C., Coronel, E. y Pérez, C., (2009), la victimización 
secundaria de define como “las consecuencias psicológicas, sociales, jurídicas 
y económicas negativas que dejan las relaciones de la víctima con el sistema 
jurídico penal, supone, un choque frustrante entre las legítimas expectativas de 
la víctima y la realidad institucional, involucrando una pérdida de comprensión a 
cerca del sufrimiento psicológico y físico que ha causado el hecho delictivo, 
dejándolas desoladas e inseguras y generando una pérdida de fe en la 
habilidad de la comunidad, los profesionales y las instituciones para dar 
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respuesta a las necesidades de las mismas (Kreuter, 2006; Soria 1998; 
Landrive, 1998)” (p. 50). 
La victimización secundaría, en esta investigación, fue utilizada para 
conceptualizar la vulneración que es ocasionada a partir de la reproducción de 
ciertas prácticas naturalizadas, presentes en el discurso de las instituciones que 
se hacen cargo del caso, ya sea la policía, la fiscalía, el juzgado y todas las 
instancias por las que debe atravesar una mujer en estas circunstancias dentro 
del ámbito legal. Es así que se propone la victimización secundaria como una 
de las formas en que se traduce la violencia institucional ejercida por los actores 
del Estado que intervienen en el proceso judicial por el que atraviesan la 
mayoría de las mujeres que deciden denunciar la violencia que han sufrido en 
contexto de pareja. 
En cuanto a las formas de victimización secundaria que puede sufrir una 
mujer que ya ha vivido episodios de violencia en contexto de pareja, y vuelve a 
ser revictimizada en el contexto del sistema penal, éstas se pueden desarrollar 
de variadas maneras. Elena Larrauri investigó acerca de este tema y cuestiona 
el hecho de que se le exija implícitamente a la mujer el tener que denunciar 
inmediatamente luego de haber sido violentada, lo cual, según explica la autora, 
es un proceso bastante complejo, que no siempre es la mejor opción y que 
muchas veces su complejidad no es percibida por lxs funcionarixs del sistema 
judicial al momento de abordar una situación como ésta sin las consideraciones 
necesarias. 
no es coherente que se reclame a la mujer que denuncie y confíe en el 
sistema penal, si luego el proceso penal no atiende a sus necesidades. 
En ocasiones todo el sistema parece estar más interesado en servir su 
propia lógica interna que en servir a las víctimas, a las cuales se las 
presenta como alguien que hace perder el tiempo y distrae a la 




Esta autora propone siete posibles causas que dan explicación a la 
pregunta que se hace del por qué las mujeres podrían llegar a retirar la 
denuncia que hicieron luego haber sufrido violencia. Éstas son: la falta de apoyo 
económico, el temor a las represalias por parte del agresor, la tradicional 
desconsideración de la víctima, la desconfianza a las declaraciones de la mujer 
(“el acoso procesal”), el proceso “público” o la imposibilidad de retirar las 
denuncias, el sistema penal no escucha a las mujeres y el hecho de tener hijas 
o hijos a su cuidado. 
Para el presente estudio, considerando el abordaje del contexto judicial, 
se contemplaron principalmente tres de las siete posibles causas identificados 
por Larrauri que podrían generar que las mujeres que han sufrido violencia no 
realicen una denuncia frente al sistema penal o si ya lo hicieron la retiren. Lo 
anterior sin desconocer que todas estas posibles causas son importantes e 
interesantes de tener en consideración, pero se enfatizó sobre tres 
principalmente, las cuales tienen mayor relación con el quehacer de lxs 
funcionarixs que participan de este tipo de proceso en las instituciones de 
justicia. 
El primero de ellos es “la tradicional desconsideración de la víctima” que 
plantea la escasa consideración que se tiene por parte del sistema penal hacia 
la participación de la mujer en el proceso judicial en el cual se ve involucrada 
luego de realizar la denuncia. Larrauri, E. (2003), sostiene que “Así como la 
falta de información y comprensión del proceso comporta que la víctima se vea 
asaltada por el sentimiento de inutilidad o de haber sido tratada injustamente lo 
cual le aleja del proceso, en este caso la falta de asesoría jurídica de la mujer 
comporta que esta no pueda aprovechar todas las potencialidades que le brinda 
el sistema penal” (p. 287). 
En segundo lugar se encuentra la desconfianza a las declaraciones de la 
mujer (“el acoso procesal”), el cual hace referencia principalmente a los 
prejuicios a través de los cuales se suele poner en duda o se suele cuestionar 
el testimonio de las mujeres al momento de declarar y dar su versión de los 
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hechos acerca de los episodios de violencia sufridos. Para lo anterior, en el 
texto de Larrauri se expone que debe existir el cumplimiento de tres requisitos 
para que el testimonio de la víctima sea considerado como una prueba 
verosímil: ausencia de incredibilidad subjetiva, verosimilitud corroborada por 
datos objetivos y persistencia en la incriminación. 
Según Larrauri, E. (2003), “los requisitos que se exigen para que se 
acepte el testimonio de la mujer maltratada son de difícil concurrencia en una 
área donde todos los investigadores muestran que lo normal es que la mujer 
tienda a no exponer todos los episodios y a minimizar lo que le ha sucedido; a 
ello se une una tradicional desconfianza de los Tribunales en las declaraciones 
de las mujeres, de las cuales se teme, motivos «espureos» … Esta actitud de 
incredulidad es sin duda percibida por la mujer, la cual finalmente duda de su 
corrección de haber acudido a buscar apoyo en una institución que la trata con 
tan poca empatía” (p. 292). 
Por último, la sexta causa identificada por esta autora como posible 
explicación de que las mujeres se retracten de la denuncia que hicieron es que 
el sistema penal no escucha a las mujeres. Según lo expuesto en la 
investigación de Larrauri, E. (2003), “si se insiste en que las mujeres deben 
acudir al sistema penal y se las sanciona cuando no lo hacen, pues se las 
presenta como contribuyendo a perpetuar su situación, lo lógico es que el 
sistema penal responda a las necesidades y pretensiones de las mujeres. Por el 
contrario, es mí hipótesis que la mujer que acude al sistema penal no sólo no 
encuentra resolución a sus problemas materiales, sino que además tropieza 
con un sistema penal encerrado en su propia lógica que apenas atiende a sus 
necesidades o pretensiones. En ocasiones, como hemos visto en el epígrafe 
anterior, el sistema penal se torna en una institución que finalmente acaba 
amenazándola a ella, y en otras ocasiones la descalifica por querer lo que 
quiere” (p. 299). 
Estas tres posibles causas que interfieren en el proceso judicial de 
denuncia de mujeres que han sufrido violencia en contexto de pareja se traduce 
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en formas de violencia institucional  que, por una parte impiden que el proceso 
se desarrolle de la mejor forma posible y, por otra violentan a la mujer, siendo 
revictimizadas por instituciones de justicia, las mismas que tienen como misión 
velar por su protección y bienestar. 
La solución estriba, a mi juicio, en usar los mecanismos de que dispone 
el sistema penal para intentar precisamente realizar lo que la víctima 
pide, ayudarla a que su agresor cambie … De nuevo, en la medida en 
que el sistema penal sólo atiende a una lógica la de imponer castigo y 
descalifica cualquier otra demanda de la mujer no debiera extrañar que 
ella finalmente entienda que este sistema no la ayuda en lo que ella 
pretende conseguir (Larrauri, E. 2003, pp. 301-303). 
A modo de hacer dialogar los planteamientos de ciertas autoras, lo que 
plantea Encarna Bodelón respecto al quehacer de lxs funcionarixs de 
instituciones de justicia en cuanto al abordaje de casos de mujeres que han 
sufrido violencia se relaciona bastante con lo expuesto en párrafos anteriores 
sobre el trabajo de Larrauri. Bodelón propone la impunidad como un problema 
de violencia institucional ejercida por el sistema judicial en contra de las mujeres 
han sufrido violencia, lo cual también da cuenta del fenómeno de victimización 
secundaria. 
Según Bodelón, E. (2014), “En todos los casos, está claro que el discurso 
sobre las mujeres que no denuncian y las que no ratifican sus denuncias se 
apoya en los mitos tradicionales sobre la irracionalidad femenina (Schmal y 
Camps, 2008; Larrauri, 2003). Sin embargo, el silencio de las mujeres y su 
huida del sistema penal es un síntoma de que el sistema penal sigue sin poder 
proteger eficientemente a las mujeres que sufren violencia de género” (p. 140). 
Lo anterior también da cuenta de la negligencia en la que incurre el Estado al 
no ser capaz de erradicar un fenómeno tan masivo como este. 
Los estereotipos de los que habla Encarna Bodelón (2014) son 
propuestos como una forma de discriminación y de violencia institucional 
ejercida por funcionarixs del sistema de justicia. Estos son principalmente tres: 
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estereotipos de violencia, la credibilidad de los testimonios de las mujeres y las 
percepciones específicas sobre las mujeres y los agresores según su país de 
origen. En cuanto al estudio realizado, la autora plantea que han encontrado 
“estereotipos entres los/las operadores/as jurídicos, que en la medida en que 
son persistentes y, bastante generalizados, están provocando un clima de 
discriminación hacia las mujeres y constituyendo una expresión de violencia 
institucional” (p. 141). 
Para esta investigación resulta más pertinente el desarrollo de los 
conceptos involucrados en los dos primeros estereotipos. El primero 
corresponde a los estereotipos de violencia, que según Bodelón, E. (2014), en 
función de las entrevistas que realizó a profesionales del sistema judicial, 
descubre que en este contexto aun prevalece la idea estereotipada de que la 
violencia “deja marca”, en entrevistas con funcionrixs juridicxs se visualiza 
“cómo la violencia se minimiza y naturaliza o se niega utilizando nuevos 
estereotipos sexistas sobre las mujeres, como el mito de las denuncias falsas o 
de la “poca entidad de la violencia … Violencias machistas graves, que son 
prácticas que atraviesan las relaciones afectivas, se convierte en “conflictos de 
pareja”, “incidentes puntuales”, violencias banalizadas y resituadas en el 
universo de la violencia interpersonal” (p. 142). 
En cuanto al segundo estereotipo al cual se refiere Bodelón, E. (2014), 
se encuentra bastante ligado al primero ya que hace referencia que las 
imágenes estereotipadas sobre “las víctimas que tienen los jueces 
entrevistados permite suponer que, desde su punto de vista, existen dos tipos 
de víctimas: a) las “víctimas-víctimas”, o “víctimas reales” y las “víctimas-no 
víctimas” o “falsas víctimas” (p. 143). 
Siguiendo con Bodelón, E. (2014), ella también considera que “La 
persistencia de visiones estereotipadas sobre la violencia de género y sobre las 
mujeres que la sufren es, como se ha comentado, una manifestación de 
discriminación. En la medida en que el Estado no la combate y/o tolera 
constituye una manifestación de violencia institucional. En este sentido señala 
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Rebecca Cook: “Cuando un Estado aplica, ejecuta o perpetúa un estereotipo de 
género en sus leyes, políticas públicas o prácticas lo institucionaliza, dándole la 
fuerza y autoridad del derecho y la costumbre (…) Cuando un Estado legitima 
así un estereotipo de género, provee un marco legal para facilitar la 
perpetuación de la discriminación en el tiempo y a través de diferentes sectores 
de la vida y la experiencia sociales (Cook, 2010, 42)” (p. 141). 
Asimismo, la noción de discriminación abordada por esta autora 
española expuesta en párrafos anteriores también es mencionada por Facio, A. 
& Fries, L. (1990), quienes toman la definición que aparece en el artículo 1 de la 
“Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Contra la Mujer”, en el cual se establece textualmente que “la expresión de 
“discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado 
civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera … esa definición que da la 
Convención de lo que se debe entender por “discriminación contra la mujer”, al 
haber sido ratificada por un país, se convierte en lo que legalmente se debe 
entender por discriminación” (p. 100). 
Este concepto de discriminación definido en dicha convención alude, 
como bien plantean Facio y Fries, a lo que legalmente debe entenderse por 
discriminación hacia las mujeres al estar ratificado por un país, por lo que el 
Estado debe proporcionar las condiciones adecuadas para que eso se cumpla a 
cabalidad. En el caso de Chile, el fenómeno de la violencia de género está 
bastante lejos de ser erradicado ya que ni si quiera se ha creado una ley que lo 
ampare y lo tipifique como violencia contra las mujeres. 
Hace casi veinte años atrás Facio, A. y Fries, L. (1990) plantearon que 
“vivimos bajo un sistema de sexo/género con dominación masculina (o en otras 
palabras un “patriarcado”) que no puede ser eliminado por un esfuerzo 
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individual sino que debe ser cambiado en sus propias estructuras a la vez que 
por medio de la concientización” (p. 102). Diecisiete años después, habiendo 
ratificado convenciones que lo sancionan, en Chile sigue existiendo una falta de 
conciencia considerable respecto a las formas de erradicación de la violencia 
contra las mujeres, partiendo por la educación con perspectiva de género, que 
es un elemento crucial a la hora de generar cambios a nivel cultural en cuanto a 
la equidad e igualdad de condiciones entre mujeres y hombres. 
Según Bodelón, E. (2014), “El problema es si el derecho moderno 
entiende cuáles son las características de la violencia machista y su 
particularidad, o si sigue anclado en el androcentrismo jurídico. Para empezar, 
la violencia machista se vincula a la existencia de discriminación contra las 
mujeres, pero no entendida ésta como una mera ruptura de la igualdad de trato, 
sino discriminación como problema a de subordinación social (Barrére, 2008, 
31)” (p. 137). 
Para lograr una mejor comprensión de lo que ocurre en Chile, se realizó 
una breve comparación con el tratamiento de la violencia contra las mujeres 
que existe por parte del Estado español, en donde, a pesar del considerable 
avance que han logrado respecto al enfrentamiento de este tipo de 
problemáticas, el cuestionamiento de la puesta en práctica de estas 
innovaciones es constante, y es por esto mismo que resulta innegable que 
España es uno de los países que lidera en avances en cuanto materias de 
género.  
En el artículo publicado por Bodelón, E. (2014), sobre el cual se ha 
estado trabajando, se explica a grandes rasgos los resultados del estudio que 
lideró, donde también participó un grupo de feministas llamado Antígona que 
tiene como principal objetivo analizar el desarrollo de los derechos de las 
mujeres con perspectiva de género. En el mismo se plantea que  “es evidente 
que se ha roto la impunidad: el volumen de denuncias, de asuntos tramitados y 
de sentencias aumentó enormemente en los últimos años, especialmente a raíz 
de la reforma de la ley 1/2004, mostrando la lesividad de las conductas que 
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anteriormente aparecían en el imaginario penal y social machista como 
conductas cotidianas” (p. 140). Lo anterior en relación a los avances que se han 
demostrado en España sobre el enfrentamiento de la violencia contra las 
mujeres con el fin de lograr tanto su prevención como su erradicación. 
En el mismo también se asume que “El Estado español goza de uno de 
los marcos normativos más avanzados a nivel mundial en la materia que nos 
ocupa, el cual es citado por algunos organismos internacionales como ejemplo 
de buena práctica en el campo de la legislación vigente sobre violencia de 
género (ONU-Mujeres, 2010-2011: 36). Dicho marco normativo está 
conformado no sólo por Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, sino por diferentes leyes 
autonómicas” (p. 144). 
Esta comparación se realizó a través de dos elementos principalmente. 
Primero la legislación chilena se distingue de la española en cuanto a la 
nomenclatura que se utiliza para tipificar y nombrar la ley que ampara el 
fenómeno de la violencia contra las mujeres. En el caso de chile la ley que se 
encarga de tramitar este tipo de casos define y denomina este fenómeno como 
“violencia intrafamiliar”. Esta será abordada con mayor profundidad más 
adelante. 
A partir de la gran diferencia en la denominación del fenómeno en estos 
dos países es que se puede interpretar cómo es que la violencia contra las 
mujeres es definida y tramitada por el sistema judicial tanto en Chile como en 
España. 
 Aun cuando la ley española que ampara la violencia de género es uno 
de los sistemas más avanzados a nivel mundial en esta temática, las mujeres y 
feministas en España siguen criticando la ley y exigiendo que le hagan 
reformas, no se conforman, lo que no quiere decir que no reconozcan los 
grandes pasos que han dado como un país que es considerado como un 




Según Bodelón, E. (2012) “la ley 1/2004 aparece después de un enorme 
trabajo en el ámbito local y autonómico para establecer circuitos, protocolos, 
programa de prevención, atención, recuperación y atención de las mujeres 
afectadas por las violencias machista. Lo que ha resultado particularmente 
preocupante es que de los nuevos instrumentos de intervención penal ideados 
por la ley 1/2004 han  priorizado  la  intervención  penal  por encima de  otras  
intervenciones, situando la denuncia como el punto de partida de los muchos 
derechos, condicionando su ejercicio y goce a la obtención de una orden de 
protección.” (pp. 49-50). 
El segundo elemento a través del cual se comparan estos dos sistemas 
de legislación es que el sistema judicial español desde el año 2005 cuenta con 
los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (JVM), los cuales se encargan de la 
tramitación de los casos de violencia contra las mujeres de forma especializada. 
En la investigación realizada por Coñuecar, V. (2015) se expone que “para 
garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la situación jurídica, familiar y 
social de las víctimas de violencia sobre la mujer en las relaciones 
intrafamiliares, se crearon los “Juzgados de Violencia sobre la Mujer” (JVM), los 
cuales conocen de la instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas penales 
en materia de violencia sobre la mujer, así como de aquellas causas civiles 
relacionadas” (pp. 121-122). 
En el caso de Chile, la principal forma de tramitación de la violencia 
contra las mujeres es a través de los Tribunales de Familia, en donde es 
concebida como VIF. Según la BCN (2010), éstos se crean con el objetivo de 
“otorgar una justicia especializada para los conflictos de naturaleza familiar. Se 
enmarca dentro de la política de gobierno de modernizar la administración de 
justicia … El 1° de octubre de 2005 (Ley N° 19.968) comenzó a regir la ley que 
crea los tribunales de familia.” 
 Según Casas, L. et al. (s.f), la ley que se encarga de regular la violencia 
contra la mujer es la Ley 20.066 de VIF, “publicada el 7 de octubre de 2005, la 
cual sustituye a la Ley 19.325, modifica el Código Penal y la Ley 19.968 de 
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Tribunales de Familia … la nueva normativa establece en su artículo 1° que “su 
objetivo es prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar 
protección a las víctimas de la misma”, en similares términos a lo establecido la 
Convención de Belem do Para” (p. 17). 
 Los casos de violencia contra las mujeres, visualizados como VIF, son 
tramitados por los Tribunales de Familia en tanto no sean constitutivos de delito, 
ya que de lo contrario, le corresponde al Ministerio Público hacerse cargo de 
éstos. Siguiendo a Casas, L. et al. (s.f.), se propone que “en efecto, en los 
casos que los hechos revistan los caracteres de delito, el juez de familia debe 
derivar los antecedentes a la fiscalía correspondiente para el juicio de la 
investigación en sede penal. En este caso, el juez de familia se declara 
incompetente para conocer el asunto” (p. 20).  
La mayoría de las personas que sufren VIF ingresan sus denuncias a 
través de carabineros, quienes resultan ser los principales encargados de 
realizar la derivación a la sede que corresponda, siendo la principal vía de 
acceso al sistema de justicia de éstos casos. De acuerdo a lo investigado por 
Casas, L. et al. (s.f), “cualquier lesión implicaría que el caso deba ser 
investigado por el Ministerio Público. Ahora bien, ello sucederá siempre y 
cuando haya constatación de lesiones. Sin esta verificación, la policía remitirá el 
caso a tribunales de familia” (p. 94). 
La tramitación de VIF se vincula con el ejercicio que se realiza en el 
Tribunal de Familia en una primera instancia, pero si el juez de familia considera 
que el caso es constitutivo de delito, se declara incompetente y es el Ministerio 
público el organismo que pasa a hacerse cargo a través de una sede penal 
como los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal. Según Casas, L. et al. (s.f), a 
partir de la apreciación que debe hacer el juez de familia en función de calificar 
los “hechos constitutivos de delito por maltrato habitual u otros delitos en 
contexto de violencia intrafamiliar (como por ejemplo, amenazas o lesiones) 
debe declararse incompetente y remitir los antecedentes del caso al Ministerio 
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Público. El fiscal podrá iniciar la investigación o aplicar alguna de las salidas 
facultativas consagradas en la ley” (p. 25). 
Para la presente investigación es necesario considerar el abordaje de la 
VIF dentro de una sede penal, ya que el material con el que se realizará el 
análisis proviene de un Tribunal de Juicio Oral en lo Penal. Este tipo de tribunal 
penal chileno surge a partir de la reforma procesal penal, puesta en marcha el 
año 2005 en todo el país, extendiendo cuarenta y cinco tribunales a lo largo de 
Chile. Éstos están conformados por un número variable de jueces, de tres a 
veintisiete jueces por tribunal, un administrador y una planta de empleados 
administrativos.  
Según un documento de la BCN (2013), en cuanto  la función de los 
juicios orales plantea que “El sistema está diseñado para que sólo los casos de 
mayor gravedad lleguen al juicio oral, en el que en una o más audiencias el 
fiscal y el defensor presentan pruebas y testigos ante los tres jueces del 
Tribunal Oral en lo Penal. Luego de concluir la presentación de pruebas y los 
alegatos de las partes, los jueces dictan sentencia, que puede ser una condena 
o la absolución del o los imputados”.  
Luego de mencionar la tramitación de la VIF en el sistema judicial chileno 
a través de las principales instituciones que intervienen en estos procesos, se 
pretende especificar que para la presente investigación, la institución en 
cuestión es el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar, ubicado en la 
región de Valparaíso. También resulta necesario precisar que para el análisis 
del material recopilado se tomó en cuenta la intervención de tres figuras que 
representan el discurso institucional, que serían jueces/zas, abogadxs y 
fiscales. Lo anterior se decidió así para tener un margen más amplio a la hora 
de analizar las intervenciones de estxs funcionarixs ya que, dependiendo de 
cada caso, el protagonismo de la intervención que tiene cada una de estas 




MARCO METODOLÓGICO  
Perspectiva epistemológica  
El presente estudio fue elaborado bajo la perspectiva epistemológica de la 
teoría crítica. De acuerdo a sus principales fundamentos, según Frankenberg, 
G. (2011), los pioneros de esta perspectiva “identificaron y criticaron 
mecanismos, estructuras y relaciones que impiden al hombre alcanzar su 
potencial: en contra de las prácticas de exclusión, inicialmente defendieron una 
organización razonable del proceso de trabajo, para luego defender la 
protección del Lebenswelt (mundo de la vida) contra las incursiones de los 
destructivos imperativos burocráticos y económicos” (p. 68-69). 
Asimismo, este posicionamiento epistemológico se abordó desde una 
perspectiva feminista que permiten visualizar y, a la vez criticar, la problemática 
planteada. De acuerdo con lo que plantea Iñiguez, L. (2005), “la riqueza de la 
epistemología feminista radica en su claro posicionamiento de crítica social. Los 
principios orientadores de las teorías y prácticas feministas se han 
materializado en duras críticas hacia los procesos sociales, políticos, históricos 
de desigualdad y dominación” (p. 5). 
Metodología  
Esta investigación se planteó desde una metodología cualitativa ya que, lo que 
se estudió no es un fenómeno a través de variables medibles y cuantificables 
desde la objetividad, como sería en el caso de metodologías cuantitativas, sino 
más bien lo que se propuso fue lograr comprender el fenómeno estudiado. 
 Según lo propuesto por Bassi (2014), “las metodologías cualitativas, por 
su parte, atienden a la cualidad: no convierten la realidad en variables sino que 
describen sus características en términos comprensivos, es decir, con palabras” 
(p.12). 
 Otra definición acerca de las investigaciones cualitativas es la que 
propone Mejía (2004), el cual plantea que este tipo de investigación se basa en 
el “procedimiento metodológico que utiliza palabras, textos, discursos, dibujos, 
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gráficos e imágenes para comprender la vida social por medio de significados y 
desde una perspectiva holística, pues se trata de entender el conjunto de 
cualidades interrelacionadas que caracterizan a un determinado fenómeno” 
(p.278). Es así como en esta investigación el objetivo fue comprender las 
manifestaciones de la violencia contra la mujer como una forma de expresión de 
la violencia simbólica institucional en el sistema judicial. 
Tipo de investigación 
En relación al tipo de investigación, este proyecto podría enmarcarse dentro de 
lo exploratorio, ya que, si bien la violencia institucional y, más específicamente, 
la violencia contra la mujer es un fenómeno bastante estudiado, en el contexto 
judicial nacional no ha habido mayor profundización al respecto. Esto se 
relaciona a lo expresado en la relevancia teórica que comporta esta 
investigación, ya que es ahí donde se fundamenta en torno al conocimiento 
situado del que se pretende desprender la información a analizar. 
 Este proyecto de investigación se conforma a través de un diseño 
transversal, ya que no se realizó un seguimiento a los elementos obtenidos del 
estudio, sino más bien lo que se propuso fue la producción de información en 
torno al fenómeno a estudiar, el cual será abordado en un contexto y un 
momento determinados. 
Método 
En cuanto al diseño de esta investigación el método que se utilizó fue el análisis 
del discurso, tal y como lo plantea Iñiguez y Antaki (1994), “un discurso es un 
conjunto de prácticas lingüísticas que mantienen y promueven ciertas 
relaciones sociales. El análisis consiste en estudiar cómo estas prácticas actúan 
en el presente manteniendo y promoviendo estas relaciones: es sacar a la luz el 
poder del lenguaje como una práctica constituyente y regulativa” (p. 63). 
Unidades de información 
Las unidades de información analizadas fueron los discursos institucionales de 
funcionarixs pertenecientes al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del 
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Mar que hayan participado en los casos de mujeres que han sufrido violencia en 
contexto de pareja que fueron seleccionados. Estos discursos permitieron 
visibilizar de qué manera se manifiesta la violencia institucional en el contexto 
judicial chileno. 
 En relación con los criterios de inclusión, estas unidades de información 
para ser consideradas como material de análisis de esta investigación debieron 
cumplir con los siguientes requisitos: Ser audiencias de causas de violencia 
contra la mujer por parte de su pareja o ex pareja en contexto de VIF. Lxs 
funcionarixs involucrados en estos casos trabajan en el Tribunal de Juicio Oral 
en lo Penal de Viña del Mar y participaron de los casos seleccionados. 
 Los cuatro casos seleccionados cumplen con ciertas características en 
común, las cuales permiten el despliegue del análisis del material para esta 
investigación.  Estas características se condensan en cuatro elementos que 
formaron parte de los criterios de inclusión para seleccionar estos casos que 
dan cuenta de la violencia institucional ejercida sobre estas mujeres por parte 
del sistema judicial. El primero es el excesivo tiempo de espera por el que 
pasan estas mujeres desde que realizan la denuncia hasta que se realiza el 
juicio oral. El segundo elemento es el delito de desacato de las medidas 
cautelares, los elementos uno y dos están presentes en los cuatro casos. El 
tercer elemento es proceso de reconocimiento del agresor que se da en la 
instancia de juicio oral (presente en los casos n° 1 y 2). Por último, el cuarto 
está presente solo en los dos últimos casos (casos n°3 y n°4) que es el 
fenómeno de retractación de la víctima. 
Técnica de producción de la información  
Para producir la información necesaria para esta investigación, se utilizó una 
técnica de análisis de documentos escritos y material de audio. Este material 
son  documentos pertenecientes al Poder Judicial en donde se encuentra el 
material transcrito de todas las audiencias de los juicios orales de cada caso. 
Este fue transcrito por unx de lxs tres magistrados presentes en cada caso, lo 
cual se considera como el discurso institucional del sistema judicial chileno 
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reproducido por estxs funcionarixs. Además se utilizaron las grabaciones de 
audiencias de casos de violencia contra la mujer,  solicitadas al Tribunal de 
Juicio  Viña del Mar. Éstas fueron utilizadas como complemento de los 
documentos antes descritos, por lo tanto no fueron transcritas completas, sino 
sólo fragmentos de éstas con el fin de realizar un análisis del discurso allí 
presente. 
 Considerando que finalmente son documentos escritos, se plantea como 
técnica de producción de información el análisis documental de la transcripción 
de ciertos fragmentos de las grabaciones de las audiencias antes descritas. 
Esto podría ser considerado eventualmente como una innovación en cuanto al 
análisis de discurso tradicional, principalmente por la combinación de material 
escrito y material de audio. 
Técnicas de análisis de la información 
Resulta relevante y pertinente analizar el discurso que se utiliza por parte de 
funcionarixs del sistema judicial en este contexto determinado, ya que como se 
ha planteado anteriormente, no es necesario el uso de la fuerza física para 
violentar a una mujer, también se puede ejercer violencia a través del uso del 
lenguaje, sobre todo cuando este discurso es considerado como una práctica 
social, como una práctica lingüística traducida en una acción.   
 Lo que se investigó es el ejercicio de este tipo de violencia por parte del 
Estado chileno a través del discurso de funcionarixs del poder judicial que, en 
este caso en particular, participantes del caso antes mencionado pertenecientes 
al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar. Se realizó un análisis 
interpretativo y crítico de los discursos de éstos actores. 
“El Análisis Crítico del Discurso (ACD) es un tipo de  investigación  que 
se  centra  en  el  análisis discursivo  y  estudia,  principalmente,  la  
forma en la que el abuso de poder y la desigualdad social  se  
representan,  reproducen,  legitiman y  resisten  en  el  texto  y  el  habla  
en  contextos sociales y políticos. Con esta investigación disidente,  los  
analistas  críticos  del  discurso toman una posición explícita y, de esa 
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manera, buscan entender, exponer y, fundamentalmente, desafiar  el  
abuso  de  poder  y  la  desigualdad social” (Van Dijk, T., 2016, p.204). 
 Se investigó este fenómeno en función del análisis crítico del discurso 
propuesto por Van Dijk, en cuanto a considerar el discurso no solo como 
palabras escritas o dichas, sino como prácticas sociales que conforman un 
entramado cultural y estructural que responde a relaciones de poder que 
funcionan a partir de lógicas de sometimiento. Es a través de los discursos de 
estxs funcionarixs que se pretende visualizar las manifestaciones de la violencia 
institucional en el contexto judicial chileno. 
Procedimiento 
A partir del mes de agosto y parte de septiembre, en la presente investigación 
se comenzó con la obtención de la información realizando el contacto con el 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar para así coordinar la 
selección de las grabaciones de audiencias anteriormente descritas. A 
mediados del mes de septiembre y principios del mes de octubre se comenzó 
con la construcción de la información, que si bien no fue producida por la 
investigadora, se realizó la selección de los casos que fueron analizados y la 
transcripción de algunos elementos a partir del material de audio. Hubo algunas 
dificultades en la obtención del material, en un comienzo éste iba a ser 
solicitado al Tribunal de Familia de Viña del Mar, pero no fue posible por lo que 
finalmente se solicitó al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar. 
Luego de haber obtenido la información y de haber producido el material 
necesario, se continuó con el análisis de la información recopilada en el resto 
del mes de octubre y en parte del mes de noviembre. 
 Finalmente, en la segunda mitad del mes de noviembre y principios del 
mes de diciembre, se realizaron las últimas correcciones y la redacción de las 
conclusiones respecto a la información producida y analizada para así 





Actividad Agosto Septiembre Octubre Noviembre 




X X X X X X           
Construcción de 
información 
      X X X        
Análisis de la 
información  
        X X X X X X   
Elaboración de 
resultados y  
conclusiones 
             X X X 
 
Consideraciones éticas 
En la presente investigación las consideraciones éticas fueron principalmente 
asegurar la confidencialidad de los casos seleccionados de mujeres que han 
sufrido violencia en el contexto de pareja que serán analizados para la 
elaboración de este estudio. Para esto se resguardó el anonimato de las 
personas involucradas y se tomó la decisión de no incluir como anexo el 
material de análisis debido que contiene información detallada de cada uno de 
los casos que es confidencial y que se facilitó bajo la condición de no publicarla. 
 Como en este caso, las personas involucradas no participaron 
directamente en este proceso, el respaldo en cuanto al resguardo de la 
información, será otorgado a la persona con la que se realizó el contacto 
perteneciente al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar, quien fue 
notificadx sobre esta investigación, en cuanto a los objetivos y de la 






PRESENTACIÓN DE RESULTADOS 
A continuación se presentarán fragmentos que contienen información que 
permite introducir y contextualizar los cuatro casos analizados. Esta información 
fue obtenida y extraída directamente de los documentos revisados 
pertenecientes al Poder Judicial de Chile, redactados y facilitados por el 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar. 
Casos que resultaron con sentencia condenatoria: 
CASO N°1 (Juicio oral realizado el 31 de mayo de 2017) 
HECHOS: 
“El día 01 de marzo de 2015 a las 14.30 horas aproximadamente, en 
circunstancias que L. C. G. se encontraba en su domicilio, su ex conviviente y 
padre de su hija, el imputado J. A. B. N. la agredió, provocándole “erosión 
nasal, erosión facial derecha, hematoma frontal izquierdo, trauma ocular no 
complicado” de carácter leve, siendo detenido por carabineros. El día 26 de 
julio de 2015 a las 19.40 horas. aproximadamente el imputado abordó a su ex 
conviviente L. C. G., quien se aprestaba a subirse a un colectivo, tomándola del 
pelo y azotándola contra el móvil, interviniendo el chofer J. S. P. para 
defenderla, a quien el imputado le dio un corte con un cuchillo, dándose a la 
fuga, provocándole a L. C. G.  “contusión cuello cabelludo” de carácter leve, y a 
J. S. P. una herida de carácter leve. De esta manera el imputado incumplió la 
condición del art. 9 letra B de la Ley N°20.066, esto es, la prohibición de 
acercarse a su ex conviviente L. C. G., impuesta en audiencia de fecha 02 de 
marzo de 2015 en causa RIT xxx-xxxx del Juzgado de Garantía de Villa 
Alemana, notificada legalmente al imputado” (p. 1). 
ACUSACION: 
“A juicio de la Fiscalía los hechos descritos son constitutivos de dos delitos de 
Lesiones Menos Graves en contexto de violencia intrafamiliar tipificado y 
sancionado en el artículo 399, 494 N° 5 del Código Penal en relación con el 
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artículo 5 y siguientes de la Ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar; y el delito 
de 
Desacato en contexto de violencia intrafamiliar, tipificado y 
sancionado en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil en relación con 
los artículos 9, 10, 16 y 18 de la Ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar N° 
20.066, de Violencia Intrafamiliar” (p. 1). 
CONDENA 
La resolución fue que se condena al acusado J. A. B. N. como autor de los 
delitos por los que se le acusa, “Todos estos ilícitos perpetrados en contexto de 
violencia intrafamiliar … Que por las razones que se expusieron en lo 
considerativo de este fallo y concurriendo los requisitos del artículo 15 bis de la 
Ley 18.216 y su Reglamento, se impone al sentenciado la pena sustitutiva de 
LIBERTAD VIGILADA INTENSIVA” (p. 17). 
CASO N°2 (Juicio oral realizado el 8 de noviembre de 2016) 
HECHOS 
“Hecho n° 1: A mediados del mes de octubre de 2015, en un día no 
precisado, aproximadamente a las 09.00 horas, en circunstancias que la víctima 
C. A. Z. Z., llegaba a su lugar de trabajo, y abría el portón para ingresar, se 
asomó por una reja el acusado M. A. A. A., quien es ex conviviente de la 
ofendida, quien le exigió a la ofendida conversar, en un tono amenazante, a lo 
que la víctima le solicitó que se retirara, momento en que el acusado ingresó 
escalando una reja, advirtiéndole la ofendida que llamaría a Carabineros, 
bajándose el acusado, cruzando la calle y advirtiéndole a la víctima que se las 
pagaría. Con ello el imputado incumplió y desobedeció la medida cautelar 
decretada por el Tribunal de Garantía de Valparaíso, en causa RUC 
xxxxxxxxxx-x, RIT xxxx-xxxx  de fecha 13 de octubre de 2015 que dispuso la 
prohibición absoluta del imputado de acercarse a la víctima y su familia, 
en cualquier lugar donde ésta se encuentre, la que le había sido notificada 
personalmente y que se encontraba vigente. 
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Hecho n° 2: El día 23 de octubre de 2015, a las 09:30 horas 
aproximadamente, en circunstancias que la víctima C. A. Z. Z. se dirigía a su 
lugar de trabajo, fue interceptada por el acusado M. A. A. A. quien contra su 
voluntad la llevó frente al paradero de locomoción colectiva, donde la amenazó 
seriamente diciéndole “si no volví conmigo, donde te pille te voy a sacar la 
chucha, mientras la retenía con su mano izquierda y se tocaba constantemente 
el bolsillo derecho, como si tuviera algo escondido. Con ello el acusado 
incumplió y desobedeció la medida cautelar decretada por el Tribunal de 
Garantía de Valparaíso, en causa RUC xxxxxxxxxx-x, RIT xxxx-xxxx de fecha 
13 de octubre de 2015 que dispuso la prohibición absoluta del imputado de 
acercarse a la víctima y su familia, en cualquier lugar donde ésta se 
encuentre, la que le había sido notificada personalmente y que se encontraba 
vigente. 
Hecho n° 3: “Con fecha 05 de noviembre de 2015, alrededor de las 
10:00 horas, en circunstancias que la víctima C. A. Z. Z. se dirigía a su lugar de 
trabajo, se bajó del colectivo, fue interceptada por el acusado M. A. A. A., quien 
corriendo le dio alcance, diciéndole que la amaba, que no le haría nada, que la 
echaba de menos, intentando besarla, momento en que la víctima recibió un 
llamado telefónico, señalándole al acusado que la llamaban de su trabajo, para 
decirle el acusado que inventara cualquier excusa y que se fueran juntos, pese 
a la resistencia y negativa de la víctima, señalándole la ofendida que no lo 
amaba, y que él tenía una orden de alejamiento, indicándole el acusado que no 
le importaba, intentando besarla, pese a su oposición y resistencia, 
ofuscándose el acusado quien empuñó su mano para golpearla, logrando 
calmarlo la víctima y distraerlo para huir hacia un centro asistencial que hay en 
el lugar, logrando el acusado propinarle un combo en la cabeza, costado 
derecho. Como consecuencia de este hecho, la víctima resultó con traumatismo 
sobre pómulo derecho y hombro izquierdo contusiones clínicamente de carácter 
leve. Con ello el imputado incumplió y desobedeció la medida cautelar 
decretada por el Tribunal de Garantía de Valparaíso, en causa RUC 
xxxxxxxxxx-x, RIT xxxx-xxxx de fecha 13 de octubre de 2015 que dispuso la 
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prohibición absoluta del imputado de acercarse a la víctima y su familia, en 
cualquier lugar donde ésta se encuentre, la que le había sido notificada 
personalmente y que se encontraba vigente” (pp.1-2). 
ACUSACION 
Según el documento del Poder Judicial de Chile (2016) sobre la acusación se 
plantea que “A juicio del Ministerio Público los hechos constituyen el delito de 
desacato, previsto y sancionado en el artículo 240 del Código de Procedimiento 
Civil, el delito de amenazas previsto y sancionado en el artículo 296 Nº 3 del 
Código Penal y el delito de lesiones menos graves previsto y sancionado en el 
artículo 399 del Código Penal en relación con los artículos 1° y 5° de la ley N° 
20.066, y 494 N° 5, del Código Penal, en grado de desarrollo de consumado” 
(p. 2). 
CONDENA 
“Se condena al acusado M. A. A. A., ya individualizado, como autor de tres 
delitos de desacato un delito de amenazas y un delito de lesiones menos 
graves, consumadas, en contexto de violencia intrafamiliar, previstos en el 
artículo 240 del Código de Procedimiento Civil , artículo 296 N° 3 del Código 
Penal y artículo 494 Nº5 del Código Penal en relación al artículo 399 del mismo 
cuerpo legal y artículos 1 y 5 de la Ley 20.066 … se sustituye al sentenciado 
el cumplimiento de la pena privativa de libertad impuesta por la pena de 
Remisión Condicional, debiendo quedar sujeto al control administrativo y a la 
asistencia del Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Chile que 
corresponda, por el lapso de las penas privativas de libertad impuestas y 
debiendo, además, cumplir durante el período de control con las condiciones 
legales del artículo 5° de la citada ley … Si la pena sustitutiva impuesta fuese 
revocada o quebrantada el condenado cumplirá íntegra y efectivamente la pena 
privativa de libertad impuesta o, en su caso, se la remplazará por una pena 
sustitutiva de mayor intensidad o se dispondrá la intensificación de las 
condiciones decretadas” (pp. 24-25) 
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Casos que resultaron con sentencia absolutoria 
CASO N°3 (Juicio oral realizado el 19 de mayo de 2017) 
HECHOS 
“Hecho n° 1: Con fecha 22 de febrero de 2015, a las 22:05 horas 
aproximadamente, al interior del domicilio de la víctima, a raíz de una discusión 
de índole familiar, R. A. L. C. agredió a su ex conviviente y madre de dos hijos 
en común doña A. A. L. V., a quien tomó del cuello con sus manos tratando de 
ahorcarla, logrando zafarse la víctima y huir del lugar mientras R. A. L. C. le 
gritaba que la iba a matar si lo denunciaba. A raíz de lo anterior, doña A. A. L. 
V. resultó con “eritema circular lineal en región cervical anterior izquierda de 5 
cm aproximados, eritema lado derecho poco delimitado, dolor a la palpación en 
toda la región anterior del cuello con dolor cervical”, de carácter menos graves. 
Hecho n° 2: Con fecha 27 de julio de 2015, a las 14:55 horas 
aproximadamente, R. A. L. C. concurrió hasta el domicilio de la víctima, su ex 
conviviente y madre de dos hijos en común doña A. A. L. V, infringiendo la 
prohibición de acercarse a la víctima decretada en causa RUC Nº xxxxxxxxxx-x, 
RIT N° xxx-xxxx , de fecha 23 de febrero de 2015, la cual se encontraba vigente 
y notificada al acusado. Una vez en el lugar, y luego de tomar contacto con la 
víctima, R. A. L. C. comenzó a proferir insultos en contra de la víctima y su 
actual pareja W. R. G., para acto seguido tomar un objeto contundente con el 
cual rompió los vidrios del automóvil, de propiedad de W. R. G., vehículo que se 
encontraba estacionado en el lugar, causándole daños avaluados en más de 




“A juicio del Ministerio Público los hechos descritos en el número 1 son 
constitutivos de los delitos de lesiones menos graves, previsto y sancionado 
47 
 
en el artículo 399 del Código Penal y amenazas simples, previsto y sancionado 
en el artículo 296 N° 3 del Código Penal, ambos cometidos en contexto de 
violencia intrafamiliar y en grado de consumado. Por otra parte, los hechos 
descritos en el número 2, son constitutivos de los delitos de desacato, previsto 
y sancionado en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, en relación 
con lo dispuesto por los artículo 5°, 10, 17 y 18 de la ley 20.066, cometido en 
contexto de violencia intrafamiliar y daños simples, previsto y sancionado 
en el artículo 487 del Código Penal, ambos cometidos en grado de consumado; 
correspondiéndole al requerido participación en calidad de autor, según lo 
establece el artículo 15 N° 1 del Código Penal” (p. 2) 
CONDENA 
“SE ABSUELVE al acusado R. A. L. C., ya individualizado, de la acusación 
penal que lo tenía como autor de los delitos de desacato, previsto y sancionado 
en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, en relación con lo 
dispuesto por los artículo 5°, 10, 17 y 18 de la ley 20.066, lesiones menos 
graves previsto y sancionado en el artículo 399 del Código Penal y amenazas 
simples, previsto y sancionado en el artículo 296 N° 3 del Código Penal, en 
contexto de violencia intrafamiliar y del delito de daños simples, previsto y 
sancionado en el artículo 487 del Código Penal, presuntamente perpetrados los 
días 22 de febrero y 27 de julio de 2015 en la comuna de Quilpué” (p. 16). 
 
CASO N°4 (Juicio oral realizado el 24 de febrero de 2017) 
HECHOS  
Hecho n°1: “Con fecha 06 de marzo de 2015 a las 18.00 hrs. 
aproximadamente, en circunstancias que la víctima A. D. C. L. I., se encontraba 
en su domicilio, llegó al lugar en estado de ebriedad su cónyuge H. F. G. Z., 
iniciándose una discusión a consecuencia de la cual el imputado se ofuscó y la 
agredió con golpes de puño en el rostro, interviniendo en defensa de su madre 
E. A. G. L., hijo de la pareja, resultando la ofendida con contusión mandibular 
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inferior izquierda y contusión mandibular superior derecha, clínicamente de 
carácter leve. 
Hecho n°2: Con fecha 19 de agosto de 2015 a las 20.05 hrs., en 
circunstancias que la ofendida A. D. C. L. I. se encontraba junto a su hijo H. V. 
G. L., al interior de su domicilio, llegó al lugar en estado de ebriedad su cónyuge 
H. F. G. Z., quien ingresó al domicilio por el patio del inmueble, acostándose a 
dormir sobre unos colchones que había en el lugar, siendo sorprendido por su 
hijo, quien llamó a Carabineros, los que lo detuvieron en el lugar. Con ello, el 
imputado incumplió y desobedeció la condición impuesta en suspensión 
condicional del procedimiento en causa RUC xxxxxxxxxx-x, RIT xxxx-xxxx , 
seguida ante el Juzgado de Garantía de Viña del Mar, que con fecha 28 de abril 
de 2015 dispuso el abandono del hogar común y la obligación de 
abstenerse de frecuentar y acercarse a la víctima en cualquier lugar donde 
se encuentre, en su domicilio, lugar de trabajo, estudios, y por cualquier forma 
o medio” (p. 1). 
ACUSACION 
“A juicio del Ministerio Publico, los hechos descritos son constitutivos de los 
delitos de LESIONES MENOS GRAVES y DESACATO, en contexto de 
violencia intrafamiliar, en los que el imputado ha tenido participación en 
calidad de autor y en grado de consumado” (p. 1). 
CONDENA  
El veredicto finalmente fue que el imputado fue absuelto por el delito de 
lesiones menos graves y condenado por el delito de desacato a quinientos 
cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio. Sin embargo, se 
sustituye la privación de libertad por la pena de remisión condicional. 
“se sustituye al sentenciado el cumplimiento de la pena privativa de libertad 
impuesta por la pena de REMISIÓN CONDICIONAL, debiendo quedar sujeto al 
control administrativo y a la asistencia del Centro de Reinserción Social de 
Gendarmería de Chile por el lapso de 541 días, debiendo, además, cumplir 
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durante el período de control con las condiciones legales del artículo 5° de la 
citada ley … Para el caso que la pena sustitutiva impuesta le fuese revocada o 
quebrantada, el condenado cumplirá íntegra y efectivamente la pena privativa 
de libertad impuesta o, en su caso, se la remplazará por una pena sustitutiva de 
mayor intensidad o se dispondrá la intensificación de las condiciones 
decretadas” (p. 10) 
Esta presentación de casos se realizó a partir de fragmentos extraídos de 
los documentos que fueron descargados del portal del Poder Judicial luego de 
haber recibido información confidencial como el RIT y el RUC de cada una de 
las causas analizadas. Cada uno de estos documentos contiene la transcripción 
de todas las audiencias de los juicios orales de cada uno de los casos, 
redactados por un juez o una jueza pertenecientes al grupo de magistrados que 
estuvieron presentes en todo el proceso. El material de audio correspondiente a 













ANÁLISIS CRÍTICO DEL DISCURSO Y ANÁLISIS COMPARATIVO 
Cuando una mujer que ha sufrido violencia se inserta en el sistema judicial, 
debe pasar por distintas instancias desde que realiza la denuncia hasta que se 
da la sentencia del caso. En la presentación de los casos analizados 
anteriormente expuesta se evidencian los elementos desarrollados a 
continuación. 
En esta investigación se plantea que hay dos dimensiones desde las 
cuales se produce el fenómeno estudiado. Por una parte, se manifiestan 
indirectamente a través de los procedimientos y las prácticas de tramitación de 
la VIF, los cuales responden a las políticas públicas que amparan el fenómeno 
de la violencia contra las mujeres. Y por otra se manifiestan a través del trato 
directo entre las mujeres involucradas en este tipo de casos y lxs funcionarixs 
que, mediante su quehacer dentro del sistema judicial, reproducen el discurso 
institucional del Estado incurriendo en prácticas simbólicamente violentas. 
Partiendo por la dimensión indirecta, se plantea que en los casos 
analizados, antes de que el juicio oral se hiciera efectivo, hubo instancias 
previas en que la mujer tuvo que enfrentarse a distintas instituciones como, por 
ejemplo, dar declaraciones en carabineros, en servicios de salud y en juzgados 
de garantía. La idea de plantearlo como “violencia institucional ejercida 
indirectamente” es que, a pesar de que la víctima si tiene contacto directo con 
distintxs funcionarixs de las instituciones del sistema judicial por las que tiene 
que pasar, esta violencia también se ejerce a través de los procedimientos en 
sí, por la forma en que el sistema funciona éste violenta simbólicamente a las 
mujeres que deben transitar por él. 
 La forma en que lo anterior se evidencia es a través del análisis del 
discurso institucional del poder judicial. Discurso que surge a partir de los/as 
jueces/zas que redactaron los documentos analizadas, el cual será 
complementado con el material de las grabaciones de las audiencias del juicio 




Según el OEGS (2013), “La incoherencia entre discurso de derechos, 
igualdad de género y la realidad de los comportamientos más bien burocráticos 
y pasivos de quienes tienen como responsabilidad aplicar la ley o implementar 
las políticas, expresa la violencia simbólica del sistema que, a través de 
multiplicidad de formas, mantiene y recrea continuamente el ordenamiento 
jerárquico que marca a las mujeres en un estatus inferior. Ello nos habla de la 
eficacia del sistema de control de este ordenamiento, cuyo poder opera desde y 
con los cuerpos, naturalizado en el imaginario, las emociones, el lenguaje, los 
deseos, las ideas y las prácticas de mujeres y hombres” (p. 22). 
Asimismo, es el organismo del Estado el que se visibiliza como la 
institución que debiese hacerse cargo de la efectiva tramitación de este 
fenómeno, en concordancia con los tratados internacionales que Chile ha 
ratificado, que si bien se han implementado ciertas medidas legislativas y en 
relación a políticas públicas, éstas se encuentran al debe en la efectiva 
prevención y erradicación de toda forma de discriminación y violencia hacia las 
mujeres. Esto finalmente deja a las mujeres en un lugar de desprotección,  
abandono y discriminación, violentándolas simbólicamente a través del uso del 
lenguaje. Considerando a este último como una práctica/acción que, en este 
caso, se reproduce como el discurso institucional del cual se desprenden ciertas 
prácticas o procedimientos que perpetúan y favorecen un ambiente 
revictimizante. 
La autora Encarna Bodelón hace una revisión de la ley española sobre 
violencia de género y plantea que existen tres modelos de intervención o 
enfoques en cuanto al funcionamiento de reformas legislativas y acciones 
políticas, los cuales no se dan de forma única, sino que se entrecruzan en la 
tramitación de esta problemática en cada país. 
De estos tres modelos con el que más coincide la tramitación de esta 
problemática en Chile es con el segundo, que según Bodelón, E. (2012) “es lo 
que podemos llamar el modelo de la seguridad. Se trata de enfocar el tema 
como estrictamente un problema de seguridad individual,  con predominio de un 
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enfoque de criminalidad,  como si el problema pudiera  ser absorbido por el 
derecho penal sin incorporar todas las categorías del pensamiento feminista” (p. 
47). 
Esta autora describe el modelo de la violencia de género como un 
problema de seguridad individual en función de cinco características: a) 
explicaciones etiológicas, b) ausencia de categorías de género y presencia de 
otras categorías que disuelven la conceptualización, como la de violencia 
intrafamiliar, c) violencia contra las mujeres como “delincuencia”, d) intervención 
en términos de “seguridad” y e) equiparación de la violencia machista con otras 
violencias.  
Esta conceptualización de la tramitación de la violencia contra las 
mujeres según modelos de intervención permite diferenciar los modos de 
enfrentarla que tiene un Estado a través de las políticas públicas que este 
implemente. En función de las características planteadas es que se puede 
apreciar a grandes rasgos la dinámica de enfrentamiento que implementa Chile 
en cuanto a esta materia, que claramente está centrada en la penalización de 
un individuo que cometió un delito más que en la prevención y erradicación de 
un problema estructural basado en relaciones de poder que operan en 
desmedro de las mujeres, discriminándolas y dejándolas en una situación de 
desamparo legal. 
De acuerdo con lo planteado por Casas, B. & Vargas, M. (2011), la 
primera ley que reguló la VIF “tuvo un claro enfoque terapéutico bajo la premisa 
de que era necesario buscar la reconciliación y la reparación de los vínculos 
familiares afectados por la violencia a través de la intervención judicial, 
específicamente mediante la conciliación … Este enfoque terapéutico cambia 
radicalmente con la Ley Nº 20.066 de 2005 que introduce el delito de maltrato 
habitual, dando paso así a la adopción de respuestas más represivas” (p. 135). 
Este cambio en el enfoque con que se aplica la ley que ampara la VIF es 
sumamente significativo a la hora de evaluar desde qué lugar y con qué 
objetivos es que interviene el sistema judicial en esta materia. Esto es 
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importante de considerar ya que se pone en juego y permite cuestionar la 
finalidad que debiese tener la implementación de políticas públicas en esta 
materia (la prevención y la erradicación de la violencia contra las mujeres). 
Siguiendo con Bodelón, E. (2012), propone tres grandes problemas en 
torno a la respuesta sexista que da el Estado respecto de la ley de violencia de 
género en España. El segundo de estos problemas es la minimización del 
conflicto en donde se niegan las relaciones de poder y la concepción que tienen 
los juristas respecto a esto es “negar  el conflicto.  Es decir,  reducir lo que son 
conflictos sociales  a conflictos individuales. Afirmar que cuando estamos ante 
una violencia en el ámbito de la pareja, no estamos ante una manifestación de 
un fenómeno estructural, no estamos ante la una manifestación de esas 
relaciones  de poder, sino que sencillamente estamos ante una disputa entre 
dos personas. Es una manifestación prototípicamente sexista, puesto que se 
intenta negar lo que son esos conflictos de poder” (p. 54). 
 Es a partir de los elementos expuestos anteriormente que se pretende 
evidenciar la violencia simbólica institucional ejercida a través de 
procedimientos como también a través de actos propiamente tal que se 
expresan en el discurso institucional reproducido por funcionarixs que 
representan al Poder Judicial del Estado de Chile. Esta violencia simbólica, en 
el contexto del sistema judicial, toma la forma de violencia institucional o, más 
específicamente, victimización secundaria tanto por acciones como por 
omisiones, por realizar ciertas acciones que resultan revictimizantes como 
también por el hecho de no realizar ciertas acciones o procedimientos, que 
podrían ir en beneficio de las mujeres que han sufrido violencia. 
 Estas acciones u omisiones son realizadas desde un lugar de poder, un 
lugar que le permite al Estado controlar la sociedad como ente regulador del 
comportamiento de las personas a través de organismos como el Poder 
Judicial, que tiene la facultad de declarar culpable o inocente a una persona de 
un crimen o delito que se le acuse. Desde este lugar es que se le critica su 
accionar al Estado como el organismo que debiese velar por la protección de 
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las personas, en este caso en específico por las mujeres, y por la prevención y 
erradicación de la violencia que estas sufren a diario, tal como se determina en 
las convenciones internacionales que Chile a ha ratificado.  
En función de este cuestionamiento sobre el “rol protector” del Estado 
que se retoma lo planteado en páginas anteriores sobre la violencia simbólica 
que se ejerce sobre las mujeres desde relaciones de poder establecidas a 
través de la dominación masculina que propone Bourdieu, planteando que tal 
dominación mantiene el sometimiento de un género por sobre el otro, el 
masculino por sobre el femenino. A partir de lo ya expuesto es que se plantea el 
concepto de intervenciones iatrogénicas en el sistema judicial, ya que el 
organismo que debiese velar por el bienestar de las mujeres y porque éstas 
puedan vivir una vida libre de violencia, finalmente es el mismo que las 
revictimiza. 
Independiente de que la iatrogenia sea un concepto utilizado en el área 
de la salud, en esta oportunidad es posible aplicarlo a un contexto diferente 
como lo es el sistema judicial, pero conservando la idea principal del concepto 
explicada en el párrafo anterior. Según Vélez, L. (1990) “Etimológicamente 
Iatrogenia será todo lo que produce el iatros, el médico, en el paciente, sea esto 
bueno o malo. Luego se restringió el significado a las acciones que causan 
trastornos nocivos en el enfermo” (p. 110)  
Chile al ser un país que ha ratificado los tratados que velan por la 
erradicación de este fenómeno ha recibido recomendaciones en variadas 
ocasiones y desde variados organismos. Pero la evidencia muestra que las 
políticas públicas  que se han generado no logran abordar la problemática de 
una forma integral ni han sido elaboradas desde una perspectiva de género. 
En el año 2006 el OEGS (2013)  le “recomendó al Estado chileno 
formular y poner en práctica una política nacional que priorizara y abordara de 
manera integral la violencia de género para garantizar la seguridad, el acceso a 
la justicia y la protección social de las mujeres que la viven … No obstante, en 
la actualidad no se aprecia una tendencia a garantizar políticas integradas, 
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integrales y sostenibles, desde cuya intersectorialidad se incluyan objetivos de 
empoderamiento y autonomía efectiva de las mujeres. Persiste el vacío político 
y los datos existentes no permiten dar cuenta de resultados favorables basados 
en evidencia” (p. 23). 
En la revista jurídica del ministerio público se reconoce que debido a la 
inoperancia y a la incapacidad que han presentado los organismos encargados 
de tramitar la violencia contra las mujeres en Chile se han generado ciertas 
consecuencias. Por ejemplo, la consecuencia social que mencionan Sepúlveda, 
I & Sovino, M. (2017), la cual implica que la violencia se perpetúe. Estos autores 
proponen que “La innaccion de las instituciones encargadas de la persecución y 
juzgamiento de las violaciones a los derechos humanos, constituye una 
violación al deber de garantía del Estado, al no asegurar el libre ejercicio de los 
derechos y libertades de las personas. La impunidad de estos delitos propicia 
su repetición crónica dejando en total indefensión a las víctimas y a su familia, 
junto con generar un sentimiento generalizado de desconfianza en la Justicia” 
(p. 160). 
Es desde esta noción de “inacción” como una “violación al deber de 
garantía del Estado” que es posible considerar lo anterior como una autocrítica 
por parte del Ministerio Público sobre la ineficacia que presenta el tratamiento 
de esta materia en este país. Esto explica el concepto de las intervenciones 
iatrogénicas en el sistema judicial, el cual será retomado más adelante y será 
asociado a la inacción por parte del Estado en esta materia. 
Según la Organzación de Mujeres Salvadoreñas por la Paz (ORMUSA) 
(2008) resulta paradójico que en la normativa que ampara el fenómeno de la 
violencia de género del Salvador “se considera la “omisión” como una 
manifestación de violencia, persiste la invisibilización tácita de quienes son, en 
su mayoría, víctimas de la violencia intrafamiliar: las mujeres. Es decir, la misma 
ley comete violencia por omisión, lo que podría ser calificado de violencia de 
Estado o institucionalizada, dado que al no ser explícita tiende a generar 
condiciones de anomia jurídica” (p.16). Este es un ejemplo de otro país en 
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donde existen contradicciones entre las medidas que debiesen tomarse al 
respecto y lo que realmente ocurre. El problema es que “lo que realmente 
ocurre” se constituye como violencia institucional por parte de organismos del 
Estado que tanto por acción u omisión, no logran resolver la problemática de las 
violencia que sufren miles de mujeres por parte de sus parejas o ex parejas. Y 
peor aún, es que en el camino que se realiza con el supuesto objetivo de 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, estos organismos 
terminan revicitmizandolas y dejándolas en una condición de abandono y 
desprotección. 
Tramitación judicial de la violencia contra las mujeres en Chile 
Retomando la tramitación de esta temática y a modo de generalizar algunos 
resultados obtenidos a partir del material analizado, se expondrán cuatro 
elementos que se hallaron en los cuatro casos analizados, los cuales son 
factores que favorecen el desarrollo de un ambiente revictimizante para las 
mujeres en el contexto de audiencias dentro de un proceso judicial. El primero 
de estos tres elementos corresponde al factor del tiempo de espera entre que 
se realiza la denuncia hasta que se realiza el juicio oral, a partir del cual es 
posible que el agresor reciba una sentencia por parte del Tribunal. El segundo 
elemento es el delito de desacato, el tercero es el fenómeno de retractación de 
la víctima, el cual da cuenta de una obligación implícita a que la víctima declare 
para así lograr una sentencia condenatoria, de lo contrario esta eserá de 
absolución del imputado. Y el cuarto elemento es el procedimiento de 
reconocimiento del agresor. 
 Con el objetivo de contextualizar la crítica a la tramitación de la violencia 
contra las mujeres en Chile, es preciso retomar dos de las principales 
diferencias que se establecieron anteriormente entre la legislación española y la 
chilena en cuanto a ésta temática. La primera de estas diferencias es la 
denominación de la ley que ampara este fenómeno, en España existe la Ley 
Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género (Ley Integral), y en Chile la ley que lo ampara es la ley 20.066 de VIF. 
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 La segunda diferencia identificada es que en España cuentan con un 
organismo especializado dentro del orden penal en esta materia que son los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer (JVM), según Coñuecar, V. (2015), en 
cuanto a la naturaleza jurídica de éstos “Estos Juzgados conocerán de la 
instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas penales en materia de 
violencia sobre la mujer, así como de aquellas causas civiles relacionadas, de 
forma que unas y otras en la primera instancia sean objeto de tratamiento 
procesal ante la misma sede. Con ello se asegura la mediación garantista del 
debido proceso penal en la intervención de los derechos fundamentales del 
presunto agresor, sin que con ello se reduzcan lo más mínimo las posibilidades 
legales que esta Ley dispone para la mayor, más inmediata y eficaz protección 
de la víctima, así como los recursos para evitar reiteraciones en la agresión o la 
escalada en la violencia” (pp. 123-124). 
 En cambio, en Chile no existe un organismo único y especializado que se 
encargue de tramitar los casos de violencia contra las mujeres, sino que son 
variados organismos que trabajan articuladamente para dar respuesta a estos 
casos. Los conflictos surgen cuando se generan descoordinaciones en esa 
articulación. 
 De acuerdo con lo que plantea Coñuecar, V. (2015), luego de una 
extensa investigación sobre la tramitación de este fenómeno en Chile 
comparada con la tramitación en Estado Unidos y en España, menciona que 
existen varios elementos de la legislación chilena en los que se podrían generar 
cambios para mejorar sus falencias, ya que ha quedado demostrada la 
ineficiencia del sistema. Para esto plantea cuatro propuestas, de las cuales, 
para esta investigación, resultan pertinente mencionar dos de ellas: “Falta de 
monitorio judicial de las medidas cautelares y condiciones impuestas para la 
suspensión de la dictación de la sentencia o suspensión condicional del 
procedimiento en su caso y - Inexistente respuesta integral en esta materia, 
evidenciado por la falta de especialización, lo que dificulta el entendimiento del 
concepto de VIF” (p. 139). Estos elementos serán retomados más adelante para 
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complementar el desarrollo de los cuatro elementos descubiertos en el material 
analizado que dan cuenta de factores que favorecen la revictimizacion de las 
mujeres involucradas. 
Antes de profundizar en el análisis de estos cuatro elementos se plantea 
que existe un elemento que es transversal en el tratamiento de todos los casos 
de violencia contra las mujeres en el sistema judicial que tiene que ver con la 
nomenclatura utilizada en la ley 20.066, que es la que ampara los delitos de 
violencia contra las mujeres en Chile. Esta ley solo hace referencia a la 
violencia ejercida al interior de la dinámica familiar, ya que según lo investigado 
por Coñuecar, V. (2015) “salvo el delito de maltrato habitual y el de femicidio, no 
existen en nuestra legislación los “delitos de violencia intrafamiliar” sino delitos 
comunes que se cometen en contexto de violencia intrafamiliar” (p. 28). 
 En Chile no existe y hace falta una ley que denomine como tal el 
fenómeno de la violencia contra las mujeres y que lo ampare. A diferencia de 
nuestro país, en España si se cuenta con una ley que denomina y ampara este 
fenómeno como “violencia de género”, visibilizando la problemática que este 
fenómeno conlleva y también externalizándolo al ámbito público. 
Según Casas, B. & Vargas, M. (2011) “la mayoría de las víctimas son 
mujeres, tanto en sede penal (88,5%) como en sede familiar (95%) … la 
nomenclatura utilizada por nuestro ordenamiento jurídico –actos de violencia 
intrafamiliar– muestra que los casos ingresan como problemas de maltrato al 
interior de la familia en un sentido genérico, lo que no releva la 
unidireccionalidad del fenómeno: hombres que maltratan a sus parejas o a otros 
miembros del entorno familiar” (p. 142). 
Es necesario visibilizar le violencia de género como una violación a los 
derechos humanos de las mujeres y no solo como un problema que involucra a 
dos personas (agresor-víctima) dentro de una “dinámica familiar”, sino como 
una problemática que tiene que ver con dinámicas de opresión hacia las 
mujeres, de las cuales el Estado debiese hacerse cargo a través de la 
implementación de políticas públicas que velen por la protección de mujeres 
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que han sufrido violencia, como también por la prevención y erradicación de 
este fenómeno. 
En cuanto a la legislación respecto a este fenómeno, el OEGS (2013), 
refiere que Chile se diferencia de otros países en Latinoamérica (Argentina por 
ejemplo) que si han registrado avances, planteando que “la ley chilena no 
apunta central ni ampliamente hacia la violencia contra las mujeres, sino que se 
concentra de manera exclusiva, como su nombre lo indica, en la violencia 
intrafamiliar … resulta claramente insuficiente para proteger a las mujeres de la 
violencia que sucede en otros ámbitos. Además, la falta de integralidad de esta 
legislación queda demostrada en los casos de violencia sexual y abuso sexual, 
ya que son otras las disposiciones legales a las cuales se debe recurrir, las que 
tienen un carácter general y carecen de una mirada de género” (p. 25). 
Respecto a lo anterior Casas, B. & Vargas, M. (2011) se refieren a la falta 
de formación en perspectiva de género que demuestran lxs funcionarixs del 
sistema judicial cuando se enfrentan a este tipo de casos. Estas autoras 
proponen que “Todo indica que para los operadores del sistema penal este tipo 
de asuntos son difíciles de abordar, con víctimas que en algunos casos prestan 
escasa colaboración y un alto grado de retractación (que en realidad no es la 
declaración que los hechos denunciados no hubieran ocurrido, sino que no se 
desea persistir en la persecución penal). Ello podría explicar la prevalencia de la 
suspensión condicional del procedimiento, por una parte, y de las salidas 
facultativas, por otra” (p. 148). 
En cuanto a la dimensión directa, esta involucra las prácticas que se dan 
en la instancia de juicio oral propiamente tal. El material analizado (los 
documentos del Poder Judicial y el complemento de las grabaciones de 
audiencias), da cuenta de cierta información sobre los procedimientos previos y 
de los acontecimientos propios del juicio. En los dos primeros casos, el énfasis 
del análisis está puesto principalmente la instancia del juicio en donde la mujer 
violentada presta declaraciones frente al grupo de funcionarixs compuesto por 
magistrados, fiscales, abogadx defensor/a y el imputado. 
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Según Coronel, E., Gutiérrez, C. & Pérez, C. (2009), “Rochel (2005), 
señala algunos factores que influyen para que se desarrolle un ambiente de 
maltrato y revictimizante en un ámbito judicial, dentro de los que se encuentran:  
• Falta de información a la víctima de los ritos y tiempos procesales 
(especialmente cuando el victimario no es detenido). 
• Frustración de sus expectativas cuando no se llega a la condena. 
• La víctima debe dar la versión de los hechos en presencia del victimario. 
• Lentitud procesal. 
• La propia subjetividad de los profesionales y sus condiciones de trabajo 
(maltrato institucional, etc.) 
• Racionalización por parte de algunos profesional de la situación de la 
víctima (“algo estaría haciendo para que le ocurriera lo que le ocurrió!”) 
• La forma en que se tipifican los delitos en los códigos penales y la 
definición del sujeto pasivo de dicho delito (en la legislación penal 
argentina no se utiliza la palabra incesto sino que la acusación se hace 
por "abuso sexual agravado por el vínculo"). 
• Intervenciones iatrogénicas, en las cuales el personal encargado de la 
atención a las victimas, con su intervención, producen mas daño que el 
mismo hecho delictivo” (pp. 52-53). 
Para complementar los factores revicitmizantes expuestos en el párrafo 
anterior se plante que según Coronel, E., Gutiérrez, C. & Pérez, C. (2009) 
“Albertin (2006) enumera otros factores causantes de la victimización 
secundaria por parte del sistema jurídico-penal : 
• Dar prioridad a la búsqueda de la realidad del suceso delictivo olvidando 
la atención a la victima o despersonalizando su trato. 
• La falta de información sobre la evolución del proceso, sobre la sentencia 
y sobre el destino del victimario. 
• La falta de un entorno de intimidad y protección. 
• Excesivos tecnicismos jurídicos. 
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• Desconocimiento de los roles profesionales por parte de la victima. 
• La excesiva lentitud el proceso judicial y su interferencia con el proceso 
de recuperación y readaptación de la victima. 
• El juicio oral: la narración del delito, la puesta en entredicho en su 
credibilidad y el sentimiento de culpabilidad son importantes inductores 
de tensión” (p. 53). 
Para efectos de esta investigación, se desarrollaran los cuatro elementos 
mencionados en un comienzo (factor del tiempo de espera, el delito de 
desacato y el fenómeno de retractación de la víctima) que dan cuenta de los 
factores que favorecen a que se genere victimización secundaria, evidenciados 
en los casos analizados. Según el señalamiento de Albertín, el primero de estos 
elementos da cuenta del factor de “excesiva lentitud procesal”, el segundo y el 
cuarto responden a “la falta de un entorno de intimidad y protección” y el tercer 
elemento refleja el factor revictimizante de la instancia de  “juicio oral: la 
narración del delito, la puesta en entredicho en su credibilidad y el sentimiento 
de culpabilidad”,  que es lo que la víctima justamente pretende evitar 
retractándose de continuar con el proceso penal, junto con todos los otros 
factores mencionados por estos dos autores que hacen que se ejerza violencia 
institucional sobre mujeres que ya han sufrido violencia. 
Para dar cuenta de los factores que favorecen a que se genere un 
ambiente de revicitmización, se pretende realizar un análisis comparativo del 
material de audiencias de los casos seleccionados y, junto con ello, una 
generalización de resultados obtenidos para rescatar los elementos más 
importantes que se repiten en los cuatro casos analizados. Lo anterior con el fin 
de evidenciar la violencia simbólica presente en el discurso institucional 
expresado y materializado a través de procedimientos judiciales que 
revictimizan a las mujeres y ejercen victimización secundaria sobre ellas. 
 Los cuatro elementos que favorecen la revictimizacion por parte del 
sistema judicial hacia estas mujeres que fueron identificados en los cuatro 
casos analizados serán profundizados a continuación. Es preciso aclarar que 
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los dos primeros elementos dan cuenta de factores que son revictimizantes a 
través de procedimientos que resultan iatrogénicos, éstos violentan a las 
mujeres indirectamente. Los otros dos elementos dan cuenta de los factores 
que generan victimización secundaria directamente en la relación que se 
establece entre lxs funcionarixs del sistema judicial y las víctimas. 
EXCESIVA LENTITUD DEL PROCESO JUDICIAL 
En cada uno de los casos, desde que se realizó la denuncia de las agresiones  
y el sistema judicial tomó conocimiento de que estas cuatro mujeres habían sido 
violentadas, hasta que finalmente se realiza el juicio oral para tramitar la 
sentencia, transcurrió un año como mínimo, hasta dos años, en los que las 
víctimas estuvieron sobre expuestas a eventuales agresiones, con medidas 
cautelares y de protección interpuestas por los juzgados, pero que fueron 
quebrantadas debido a la falta de fiscalización en esta materia. 
El SERNAM (2014) publicó en su página de internet que “De acuerdo a 
los estudios existentes, en Chile una mujer que es víctima constante de 
violencia se demora en promedio siete años en hacer una denuncia y 
reconocerse como víctima de este flagelo. Sin embargo, existe un alto 
porcentaje de retractación producto del año sicológico sistemático que han 
vivido. Las principales causas por las cuales una mujer no denuncia son: miedo, 
amenazas, vergüenza y porque creen que las cosas van a mejorar”. 
En cada uno de los casos presentados y analizados, se evidencia que 
entre la fecha en que se realiza la denuncia y la fecha en que se realiza el juicio 
oral existe al menos un año de diferencia, incluso dos años. Durante todo ese 
tiempo las mujeres que fueron violentadas estuvieron expuestas a posibles 
nuevas agresiones debido a la demora que existe en el sistema judicial chileno 
en cuanto a la tramitación de este tipo de casos. Lo anterior se suma a las cifras 
que da el SERNAM sobre el promedio de años que una mujer demora en 
realizar la denuncia, son por lo menos siete años los que una mujer lucha y 
resiste las agresiones antes de tomar la decisión de denunciar a su agresor. 
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Por lo tanto el tiempo de sobre exposición que deben aguantar las 
mujeres que ha sufrido violencia no son solo los dos años que demora la 
investigación, que ya de por sí es demasiado, sino que esto se suma a todos 
los años que debió soportar y resistir esta situación antes de atreverse y tomar 
la decisión de denunciar.  
En el primer caso el tiempo que demoró la tramitación desde la que 
víctima realizó la denuncia hasta que se concreta la instancia de juicio oral 
fueron dos años y 2 meses. En el caso número dos la misma tramitación se 
efectuó en un año y un mes, en el tercer caso demoró dos años y tres meses y 
en el caso número cuatro demoró un año y once meses. A partir de estos 
antecedentes es que es posible determinar que la demora en la tramitación de 
este tipo de causas es excesiva, además de someter a las mujeres que han 
sido violentadas a largos periodos de sobre exposición y desprotección.  
De acuerdo con lo que plantean Albertín Carbó, P., Cubells Serra, J., & 
Calsamiglia Madurga, A. (2009), en el caso de la tramitación de los casos de 
violencia de género en España ésta es bastante más expedita que en chile, ya 
que “cuando la víctima interpone una denúncia (juzgados o policía) y tras 
recoger su testimonio, ésta queda amparada por el estatuto integral de 
protección mediante una série de medidas, entre ellas está la ejecución de un 
procedimiento judicial rápido y sencillo en el juzgado de instrucción 
correspondiente. En el plazo de 72 horas desde el momento de la denuncia, el 
juez correspondiente dictará de forma cautelar una resolución judicial, la cual 
incorporará tanto medidas restrictivas de libertad para el agresor, como aquellas 
dirigidas a proporcionar seguridad, estabilidad y protección jurídica a la persona 
agredida y a su familia, sin que ello signifique tener que esperar a la 
formalización del proceso” (pp. 113-114).  
El procedimiento anterior evidencia que la tramitación de estos casos en 
España es bastante más rápida que en el caso de Chile, respondiendo a las 
necesidades inmediatas de la mujer y su familia, sin dejarla en una situación de 
abandono y de desprotección. 
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El elemento descrito del “excesivo tiempo de espera” por el que deben 
atravesar las mujeres que han sufrido violencia también se relaciona con el 
delito de desacato ante las medidas cautelares interpuestas por un Tribunal, 
debido a que el quebrantamiento de esta medida ocurre durante el tiempo de 
espera entre que ocurre la agresión hasta que se realiza el juicio, tiempo en 
donde la víctima continúa estando expuesta a frente al agresor por la falta de 
fiscalización de dichas medidas y por la falta de tramitación de los temas 
conexos a la VIF como, por ejemplo, la pensión de alimentos o la regulación de 
visitas en el caso de haber hijos en común de la pareja en cuestión. 
Según Coronel, E., Gutiérrez, C. & Pérez, C. (2009), “A lo anterior se 
añaden situaciones como la duración del proceso penal, que por lo general es 
extenso y dispendioso (aproximadamente entre cuatro meses y un año), 
exigiéndosele a la victima que recuerde en repetidas ocasiones los hechos tal y 
como sucedieron, sin que se tengan en cuenta, los efectos del paso del tiempo, 
la distorsión propia de la afectividad del momento, los propios efectos de la 
burocracia, los inconvenientes materiales y laborales para la víctima, derivados 
de las múltiples comparencias, la reacción ante entornos físicos y sociales 
desconocidos, así como los procedimientos utilizados y sus fines, Bard y 
Sangrey (1979)”(p. 53). 
FENOMENO DE DELITO DE DESACATO 
En todos los casos analizados se presenta el delito de desacato, lo cual deja en 
evidencia que las medidas de protección en cuanto a la prohibición de 
acercamiento de los agresores a las víctimas son quebrantadas y no funcionan 
como debiesen hacerlo. 
Según Coñuecar, V. (2015) “Las medidas cautelares son aquellas que 
“deben ser solicitadas ante un tribunal para limitar o restringir provisionalmente 
[la] libertad personal o la libre administración o disposición de [sus] bienes, 
como por ejemplo la prohibición de acercarse a la víctima o la salida del agresor 
del hogar común”. La finalidad de estas medidas es “proteger a la víctima y a su 
grupo familiar, así como su subsistencia económica e integridad patrimonial”. Es 
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por esta razón que constituyen uno de los pilares de la legislación sobre 
prevención de la violencia contra de la mujer, y es uno de los pocos aspectos 
de la nueva legislación que los actores del sistema evalúan positivamente” 
(p.38). Esto puede deberse a una falta de fiscalización de las mismas. A través 
de este segundo elemento se presenta una evidente falla en el trabajo de 
prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres.  
Siguiendo con Coñuecar, V. (2015), quien propone que “Finalmente, 
cabe tener presente que en materia de VIF existe un nivel mayor de 
incumplimiento de las medidas cautelares, debido a que, en la mayoría de los 
casos, la no ruptura definitiva de la pareja, su consiguiente reconciliación, y el 
hecho de que temas tales como alimentos, cuidado personal, régimen 
comunicacional, entre otros, no quedan zanjados entre las partes, propician que 
la víctima y ofensor reanuden la comunicación, y aún peor, propicia a que se 
desencadene un nuevo acto de violencia” (p.40).  
Esta es una de las razones por las cuales estas medidas se quebrantan, 
pero la mayor deficiencia del sistema se encuentra en que no existe una 
implementación reglamentada de un protocolo de seguimiento frente a estos 
casos, considerando que en el 33,2% de los casos de VIF el término es a través 
de la suspensión condicional del procedimiento en sede penal, con medidas 
cautelares asociadas. Siguiendo con Coñuecar, V. (2015) “es necesaria la 
instauración de una audiencia de control de cumplimiento de las medidas 
cautelares y condiciones de la SCP, cuya implementación puede basarse en la 
experiencia del programa de Tribunales Tratamiento de Drogas que se ejecuta 
en nuestra país, pero con la salvedad de que en materia de VIF estas 
audiencias no tienen un fin terapéutico sino que sólo son una herramienta para 
la vigilancia del ofensor” (p. 149). 
Resulta sumamente importante y necesario que el Estado chileno tome 
cartas en el asunto y establezca políticas públicas que funcionen 
articuladamente con las recomendaciones que se le han hecho por parte de 
organismo como el Observatorio de Equidad de Género en Salud sobre 
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garantizar la sanción de los agresores para revertir la situación de impunidad en 
la que se encuentran hoy en día. Casas, B. & Vargas, M. (2011) cuestionan el 
proceder de las medidas implementadas hasta hoy en día planteando que “La 
mecanización de las salidas alternativas con condiciones blandas y sin 
capacidad institucional de seguimiento soslaya los riesgos que las víctimas 
enfrentan. Encontrarnos además con condiciones de “pacto de no agresión” –
aunque en baja proporción– era precisamente lo que se quería evitar con la 
dictación de la Ley Nº 20.066, y reitera la falta de sensibilización y 
entendimiento de las dinámicas de violencia” (p. 147). 
Según lo investigado por Coñuecar, V. (2015), el hecho de que este tipo 
de causas termine con medidas alternativas a la dictación de sentencia no es 
del todo negligente. Esto porque, por una parte, la medidas cautelares se 
centran en las necesidades y en la atención de la víctima y de su familia para su 
bienestar. Por otra parte la suspensión condicional de procedimiento también 
puede ser beneficiosa debido a que permite finalizar la causa aun cuando la 
víctima se haya retractado y no queda registrado en los antecedentes del 
imputado. “No obstante, el gran problema en esta materia tiene que ver con los 
altos niveles de incumplimiento de las medidas cautelares y condiciones 
decretadas, debido a que no existe capacidad institucional de seguimiento En 
nuestra opinión, este incumplimiento se debe, en parte, a la falta de 
seguimiento o monitoreo judicial de estas resoluciones.” (pp. 145-146). 
La falta de monitoreo o seguimiento judicial a las medidas cautelares 
interpuestas explicita que el problema no está en la implementación de las 
mismas o en que la gran parte de los casos de VIF terminen a través de la 
suspensión condicional del procedimiento. Más bien el problema radica en que 
no existe un protocolo para realizar un control del cumplimiento de éstas. 
Más aún, siguiendo con la investigación de Coñuecar, V. (2015), este tipo 
de situaciones se incrementan y se propician cuando el foco está puesto “en 
imponer sanciones o salidas alternativas con el único objetivo de terminar el 
mayor número de causas posibles y no tiene por objeto asegurar que la víctima 
67 
 
no vuelva a ser blanco de violencia, pasándose por alto uno de los objetivos de 
la Ley 20.066 que dice relación con la erradicación de la VIF” (p. 146).  
De acuerdo con las recomendaciones que da el OEGS (2013) para el 
enfrentamiento y la tramitación judicial de la violencia contra las mujeres en 
Chile, se sugieren seis medidas, de las cuales se tomarán en cuenta cuatro 
para efectos de este estudio, enfatizando en la labor del Estado como 
organismo responsable: “1) Garantizar a las mujeres víctimas de violencia el 
acceso a la justicia y la sanción de los agresores, revirtiendo la situación de 
impunidad que reflejan los registros administrativos del Ministerio Público, pues 
menos de un 10% de los casos terminan con una sentencia condenatoria, y las 
medidas accesorias son cada vez menos utilizadas. 2) crear un sistema de 
información integrado que permita recopilar los registros del conjunto de los 
servicios involucrados en la denuncia, asegurando la atención, protección, 
correcta derivación de las denunciantes, y el registro de la resolución o salidas 
que tienen los juicios por violencia intrafamiliar (coordinación intersectorial 
extendida a todos los servicios que intervienen en el enfrentamiento de esta 
problemática).  
La quinta recomendación hace referencia a  ampliar la cobertura de las 
capacitaciones sobre perspectiva de género y derechos humanos de los 
operadores de la institucionalidad que intervienen en violencia (sector salud y 
justicia). En cuanto a la sexta sugerencia que realiza el OEGS (2013), ésta 
plantea que se debe adecuar la respuesta institucional que se da por parte del 
Estado considerando tres puntos principalmente: “a) las definiciones que 
proporciona la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará, 1994), ratificada por Chile en 1996, 
que reconoce las diversas expresiones de violencia contra la mujer en el 
espacio privado y público, b) las posteriores recomendaciones planteadas por 
mecanismos de Naciones Unidas destinadas a revisar los avances de los 
Estados en el cumplimiento de sus compromisos y c) las recomendaciones del 
Comité de la Cedaw, que en su 53ª Sesión (Quinto y Sexto informe periódico 
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combinado) insta al Estado chileno a modificar su legislación sobre la violencia 
doméstica (Ley Nº 20.066 )” (pp. 42-43). 
Es a partir de estas cuatro sugerencias que es posible visibilizar algunas 
de las medidas que se encuentran pendientes y que debiesen ser 
implementadas por el Estado, el cual, como se ha mencionado anteriormente, 
es el responsable de velar por la protección de las mujeres que han sufrido 
violencia. 
A continuación se expondrán los dos últimos elementos, éstos dan 
cuenta de revictimización que se genera en la vinculación directa entre las 
mujeres que sufrieron violencia y lxs funcionarios del Tribunal.  El fenómeno de 
retractación de la víctima se identificó en los casos número tres y cuatro y el 
procedimiento de reconocimiento del agresor en los casos número uno y dos. 
Albertín Carbó, P., Calsamiglia Madurga, A. & Cubells Serra, J. (2009) 
proponen que “Algunas autoras feministas (Smart, 2000; Larrauri, 2003; 
Bodelón, 2003) mantienen que el derecho aplica una perspectiva androcéntrica 
y patriarcal en la aplicación de la justicia, y algunas consecuencias de ello se 
manifiestan en el tratamiento de la violencia de género, concretamente, sobre la 
falta de escucha del sistema jurídico a las mujeres, la desconsideración como 
víctima en el sistema penal, y el no asumir que la mujer puede tomar una 
posición activa en la decisión que se vaya a adoptar en su proceso” (p. 3). 
FENOMENO DE LA RETRACTACIÓN DE LA VÍCTIMA 
En dos de los cuatro casos analizados, las víctimas hicieron uso de su derecho 
a guardar silencio y no presentaron su testimonio en el juicio oral al que tuvieron 
que asistir, lo cual fue un elemento determinante a la hora de que dictaran la 
sentencia absolutoria a los imputados debido a que las pruebas que se 
presentaron no fueron contundentes ni consistentes para condenarlo. A 
diferencia de los otros dos, en donde las víctimas si prestaron declaraciones y 
las sentencias fueron condenatorias efectivamente.  
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Lo anterior deja en evidencia que puede existir una relación directamente 
proporcional entre que la víctima preste declaraciones y que el imputado sea 
condenado. Es por esto que podría deducirse que existe una obligación 
implícita a que las víctimas se presenten a declarar para lograr una sentencia 
condenatoria. Es preciso aclarar que si bien las víctimas en estos dos casos 
asistieron a las audiencias, no detuvieron el proceso judicial y no se retractaron 
de sus dichos, decidieron no declarar. El que hayan hecho uso de su derecho a 
guardar silencio también puede ser considerado como retractación en función 
de no querer participar de una de las instancias que contempla el proceso 
judicial. 
El hecho de estas mujeres hayan decidido hacer uso de este derecho y 
que decidieran no prestar declaraciones puede tener múltiples explicaciones 
como, por ejemplo, esta obligación implícita evidencia una vez más la sobre 
exposición de las víctimas a través del proceso judicial por el que deben pasar 
al realizar una denuncia por haber sufrido violencia. Este tipo de procedimiento 
no toma en cuenta la experiencia subjetiva de cada víctima y es uno de los 
elementos que favorecen la revictimización en estos contextos. El fenómeno de 
la retractación de la víctima surge como una fundamentación de por qué en 
estos dos casos las victimas luego de realizar la denuncia y, por consiguiente 
luego de haber ingresado al sistema judicial, decidieron no continuar con el 
proceso. 
Para esto se precisa retomar la teoría de Elena Larrauri, quien luego de 
realizar un estudio sobre las razones que explican el por qué muchas mujeres 
deciden retirar la denuncia, una de las conclusiones a las que llega es que 
muchas veces lo que la victima busca no es que se castigue al agresor, sino 
que lo que busca es sólo dejar de sufrir agresiones de su parte.  
 Con el objetivo de fundamentar lo anterior con el material analizado (los 
documentos del Poder Judicial  y el material grabaciones de las audiencias de 
la instancia de juicio oral utilizado como complemento de lo anterior), se 
presentan fragmentos de la transcripción de la instancia de juicio oral de ambos 
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casos en donde la sentencia fue absolutoria. Esto para realizar una conexión 
entre estas absoluciones con el factor condicionante de aquello que es la falta 
de declaración de las víctimas. 
De acuerdo al material transcrito del juicio oral del caso número tres en 
uno de los documentos del Poder Judicial de Chile (2017), se extrae la siguiente 
cita que evidencia la explicación que da la fiscalía al porqué la mujer no se 
presenta a declarar, “en su alegato de inicio, el Ministerio Público señaló que 
para acreditar hechos y participación presentará prueba testimonial consistente 
en la declaración de carabineros, ya que la víctima ha reanudado el vínculo 
con el acusado” (p. 3). En la última frase expuesta en el fragmento anterior se 
evidencia la culpabilización de la víctima, que debido a que ha “reanudado el 
vínculo con el acusado” no se presenta a declarar y sólo se cuenta con la 
declaración de carabineros. En esta frase se manifiesta el hecho de que no se 
considera la subjetividad de la mujer, del porqué podría haber reanudado el 
vínculo. Esto se asocia con uno de los motivos que refiere Larrauri como 
explicación del porqué las mujeres se retractan participar del proceso judicial, 
este sería la tradicional desconsideración de la víctima y de su proceso 
personal. 
 En el siguiente fragmento extraído de uno de los documentos del Poder 
Judicial de Chile (2017) de  que contiene la transcripción del juicio oral del caso 
número cuatro “En su alegato de clausura, expuso que la familia de la víctima, 
habiendo trascurrido casi dos años desde los hechos, se acogió a la facultad 
legal y por eso no se pudo contar con los testimonios directos de la víctima y 
sus hijos. Pero los funcionarios declararon y en relación al hecho uno, V. y O. 
fueron testigos de oídas y el 06 de marzo fueron al domicilio de la víctima 
porque el hijo de ésta los llamó, avisando que el imputado había agredido a la 
víctima con un golpe de puño en el rostro. Los carabineros entrevistaron a la 
víctima y ésta confirmó el golpe de puño en su rostro, en sintonía con la hoja de 
atención, lo que acredita la agresión” (p. 1). 
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Tal como plantea Larrauri, existe una obligación por parte del sistema 
hacia las mujeres a tener que declarar, incluso muchas veces en contra de su 
voluntad, luego de haber sufrido violencia por parte de sus parejas. Según esta 
autora, existen siete factores que influyen en que una mujer, frente al sistema 
judicial y a su ordenamiento impuesto, decide retractarse de la denuncia, 
desiste de continuar con el proceso judicial debido a que las condiciones en las 
que debe hacerlo no favorecen su bienestar. 
De los siete factores que plantea esta autora, tres fueron considerados 
para efectos de este estudio. Estos son: “la tradicional desconsideración de la 
víctima”, encuentra “la desconfianza a las declaraciones de la mujer (“el acoso 
procesal”)” y “el sistema penal no escucha a las mujeres”. En los casos 
analizados se presentan estos tres factores, considerando lo planteado por 
Larrauri, E. (2003) sobre la insistencia en la denuncia como un “objetivo” 
conlleva que quien no lo hace o tarda en hacerlo “aparece como implícitamente 
tolerando una situación. En segundo lugar, enfatizar la necesidad de que la 
mujer denuncie y apueste de forma decidida por la intervención penal puede 
conllevar una defraudación de las expectativas que se le han creado (por 
ejemplo, porque el sistema penal absuelve en ocasiones incomprensiblemente 
o no consigue protegerla adecuadamente) … En tercer lugar, el sistema penal 
puede favorecer la creación de estereotipos que la perjudican” (p. 275). 
PROCEDIMIENTO DE RECONOCIMIENTO DEL AGRESOR 
Otro procedimiento favorece en que se genere un ambiente revictimizante la 
mujer es el reconocimiento del agresor en el contexto de la audiencia de juicio 
oral. Para ejemplificar y evidenciar lo anterior, se expondrán citas de los casos 
número uno y dos con el fin de dar cuenta cómo es que se realiza este 
procedimiento y victimización secundaria que se ejerce sobre la mujer al 
exponerla a esta situación. 
 A lo anterior se le agrega el hecho de que este testimonio, la mujer que 
fue violentada tuvo que prestarlo en presencia del agresor, cuestión que 
también es considerado como uno de los factores que favorece y promueve a 
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que se genere un ambiente en donde la mujer es revictimizada por lxs 
funcionarixs que ponen en práctica los procedimientos que se establecen en el 
funcionamiento y ordenamiento de un juicio oral en una sede penal. 
 “Fiscal: Perfecto, si bien usted se ha referido varias veces a don J., 
¿Don J. se encuentra en esta sala? 
Mujer: Si 
Fiscal: ¿En qué lugar se encuentra? 
Mujer: Allá 
Fiscal: ¿Eso es a su derecha o a su izquierda? 
Mujer: A mi derecha 
Fiscal: Magistrado solicito que se dé por reconocida al imputado por 
parte de la testigo”. (Poder Judicial de Chile, caso n°1, 2017) 
Este fragmento que fue transcrito de la grabación de la audiencia del 
juicio oral del caso número uno se complementa con el fragmento seleccionado 
del documento del Poder Judicial de Chile (2017) en donde se certifica el 
reconocimiento del agresor por parte de la víctima, “Reconoce al acusado como 
J. B. N. que mencionó” (p.8). 
En el caso número dos también se evidencia información sobre el 
procedimiento del reconocimiento del agresor. El fragmento del material de 
audio en donde aparece esta información fue transcrito a continuación. 
“Fiscal: Por último, usted ha hablado de, de su ex conviviente don M., 
usted estaría,  si usted lo viera en esta sala podría reconocerlo 
Mujer: Si 
Fiscal: Su señoría pido autorización para que la víctima se levante y 
pueda mirar por la mirilla. Le pido que mire por la mirilla y le indique al 
tribunal si el imputado se encuentra en la sala 
Mujer: Si, si se encuentra 
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Fiscal: Que le diga entonces al tribunal donde está ubicado y como esta 
vestido, con qué tipo de ropa y el color 
Mujer: Esta con una chaqueta negra, una polera ploma 
Magistrado: ¿Dónde está ubicado? 
Mujer: Esta ubicado en la silla 
Magistrado: Si suficiente” (Poder Judicial de Chile, caso n°2, 2016) 
La transcripción del fragmento de la audiencia del juicio oral del segundo 
caso en donde declara la víctima se complementó con un fragmento extraído 
del documento del Poder Judicial de Chile (2016) en donde se certifica que la 
víctima reconoce al agresor, “Señaló a M., como la persona de la que ha 
hablado y que está presente en la audiencia y esa persona es el acusado M. A. 
A., presente en la sala” (p. 12). 
A través de estos fragmentos transcritos del material de análisis queda 
en evidencia la falta de sutileza que se debe tener para enfrentar casos de 
mujeres que  han sido violentadas. Lo anterior se relaciona con la falta de 
formación en perspectiva de género de la cual carecen lxs funcionarixs de los 
servicios que participan de la tramitación judicial de esta problemática. 
 De acuerdo a la información obtenida de los dos primeros casos 
analizados se evidencia el procedimiento de reconocimiento del agresor, el cual 
se propone como uno más de los elementos que generan victimización 
secundaria, la cual se ejerce sobre estas dos mujeres que sufrieron violencia 
por parte de sus exparejas y luego son revicitmizadas por el sistema judicial en 
la instancia de juicio oral en el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del 
Mar. 
El desarrollo de los elementos identificados en los cuatro casos 
analizados permite retomar el concepto de iatrogenia por acción u omisión del 
tratamiento que el sistema judicial ejecuta en esta materia. Este concepto se 
plante con la función de proponer que el organismo del Estado que debiese 
hacerse cargo de la tramitación de la violencia contra las mujeres finalmente 
74 
 
termina provocando un daño igual o incluso mayor que el que ya sufrieron. 
Estos cuatro elementos dan cuenta de algunos de los puntos en los que se 
deben hacer reformas para que la problemática logre ser abordada de manera 
integral. 
 Es a partir de los elementos anteriormente analizados que se propuso 
realizar una revisión y un análisis de la falta de perspectiva de género que se 
evidenció en el discurso institucional y en el proceder de lxs funcionarixs 
implicados en la tramitación de estos cuatro casos. 
 Bodelón, E. (2014) plantea que lxs funcionarixs de instituciones de 
justicia como cualquier persona pueden compartir estereotipos de género en 
cuanto a las mujeres víctimas de violencia de género. “Los estereotipos se 
presentan de forma más o menos sutil como: no adecuación al “prototipo” de 
mujer maltratada, culpabilización por no romper la violencia y/o exponer a 
los/las hijos/as, etc. Mientras que la valoración que se hace de otros operadores 
del sistema penal como policías, ministerio fiscal, agentes judiciales, 
abogados/as es variada, en el caso de los jueces y juezas las apreciaciones 
son mayoritariamente negativas … En la violencia de género se dan elementos 
que si no son tomados en cuenta por el juez/a ayudarán a revictimizar a las 
mujeres. El proceso de la violencia de género en la pareja está atravesado por 
elementos como: la culpabilización de las mujeres, la normalización de la 
violencia, el fragmentación de su experiencia de la violencia, etc. El ámbito 
judicial no puede ignorar tales experiencias en las víctimas de violencia pues 
hacerlo supone directamente revictimizarlas” (p. 149). 
 Para ejemplificar lo expuesto, se utilizará un fragmento transcrito de la 
grabación de la audiencia del juicio oral del caso número dos en donde la 
víctima presta declaraciones. En este fragmento se puede apreciar la 
conversación entre dos funcionarixs presentes en esta audiencia en donde se 
refieren la víctima en malos términos, menoscabando su situación de haber sido 
agredida por su ex pareja, cuestionando la posibilidad de que esta mujer, al 
estar sumamente nerviosa relatando los hechos, comenzara a llorar. Es 
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necesario aclarar que esta conversación no fue “a viva voz”, sino que estas 
personas estaban susurrando, pero de todas maneras quedó registrado en la 
grabación. 
“Fiscal: Vamos a terminar a las 11 po 
Abogado defensor): ¿Vay a hacer pasar al otro paco? 
Fiscal: No  
Abogado defensor): Y ¿Esta va a llorar mucho? 
Fiscal: Si, por eso la deje al final porque los otros testigos eran cortitos 
entonces no iba a tener a la señora” (Poder Judicial de Chile, caso n°2, 
2016). 
 Es preciso esclarecer que cuando el abogado defensor menciona “¿Esta 
va a llorar mucho?”, al decir “Esta” se refiere a la mujer violentada por su ex 
pareja que es la víctima del caso. 
A partir de esta cita, en donde se ejemplifica una concepción 
estereotipada de la mujer violentada, queda en evidencia nuevamente la falta 
de cuidado en el trato que se les da a las víctimas por parte de lxs funcionarixs 
que intervienen en este tipo de casos desde el sistema judicial, además de la 
falta de ética en cuanto al trato que se le da a una persona, sea cual sea su 
condición, y más aún cuando esta persona ha sufrido violencia. Albertín Carbó, 
P., Calsamiglia Madurga, A. & Cubells Serra, J. (2009) proponen que “El 
estereotipo de “sindrome de mujer maltratada” tiene influencia en el veredicto 
de jurados (Rusell & Melillo, 2006). Las mujeres que se ven como atípicas, con 
una historia de respuesta activa, son menos creibles y reciben más veredictos 
de culpabilidad que las que son pasivas. La utilización de categorías muy 
marcadas de mujer víctima produce un efecto homogeneizador de sus 
experiencias y comporta efectos negativos sobre las mujeres: patologización, 
victimización, marginalización, etc., consiguiendo perpetuar las relaciones de 
dominación sobre ellas (Edwards & Ribbens, 1988); Lavis and al., 2005)” (p. 3). 
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Estos estereotipos género sobre las mujeres que han sufrido violencia 
favorecen la construcción de la noción de victima pasiva. Desde una posición 
estereotipada, prejuiciosa y desinformada se asume que estas mujeres deben 
representar pasividad y sumisión, pero no se considera que todas las 
experiencias son diferentes y que, tanto una mujer empoderada como una 
sometida, deben ser escuchadas por igual. 
Según Albán, R. & Navarro, E. (2014) “Walker (1984) explica el síndrome 
de la mujer maltratada en base a dos teorías: la teoría de la impotencia 
aprendida (IA) y la teoría del ciclo del maltrato(CM) … Según la teoría CM la 
victimización prevalece debido al ciclo de la violencia. La teoría prueba que el 
maltrato no es al azar o constante, que más bien ocurre en ciclos repetitivos, 
compuestos por tres fases, que podrían tener algunos meses de duración: fase 
de tensión acumulativa, fase de maltrato agudo y fase de calma y 
reconciliación” (pp. 160-161). Esta última fase es también conocida como “luna 
de miel” y suele asociarse al fenómeno de retractación de la víctima, ya que 
muchas veces esto ocurre porque la mujer retoma la relación con el agresor, 
quien se muestra arrepentido de haberla violentado. 
Es en el contexto del ciclo de la violencia que se produce el síndrome de 
la mujer maltratada antes mencionado. La crítica que esta investigación realiza 
es que el sistema de justicia no considera estos síntomas a la hora de actuar, 
posiblemente por una falta de formación en perspectiva de género de sus 
funcionarixs. Siguiendo con Albán, R. & Navarro, E. (2014),  este síndrome 
genera que “los sentimientos de indefensión en mujeres maltratadas podrían 
debilitar la capacidad de solucionar problemas y la motivación para afrontarlos, 
favoreciendo de esta forma la permanencia en la mujer en la relación violenta, 
en conclusión la indefensión aprendida concurren en la pasividad, 
empobrecimiento de la capacidad para resolver problemas y sentimientos 
crecientes de indefensión, incompetencia, frustración y depresión” (p. 166). 
De acuerdo con lo que plantean Albertín Carbó, P., Cubells Serra, J., & 
Calsamiglia Madurga, A. (2009), es posible observar que la consideración de 
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las mujeres como “víctimas” se condiciona al imaginario social del sistema el 
cual dictamina que “han de compartir unas ciertas características concretas y 
fijas (denominadas “síndrome de la mujer maltratada”) y no tanto, unas 
características sujetas a un proceso variable según los momentos de vida en 
que experimenta la violencia … Esta creencia reduccionista de los agentes, 
hace que si las mujeres que acuden no se muestran cómo se esperaría en el 
caso de una mujer maltratada, dicha mujer no goza de igual credibilidad” (p. 9). 
 Cabe mencionar que la sentencia de este caso fue condenatoria, por lo 
que se evidencia una relación directamente proporcional entre el estereotipo de 
género que responde al “síndrome de la mujer maltratada”, la credibilidad del 
relato de la víctima y el veredicto al cual llegan los jueces y juezas a cargo de 
este caso. 
Según Bodelón, E. (2014) “El mensaje que deben ofrecer los/las 
operadores jurídicos es que reconocen la violencia de género como una 
violación grave de los derechos humanos que produce daños diversos en las 
víctimas; el proceso penal es un camino en el cual se debe probar la existencia 
de dicha violencia, pero en el que nunca se puede cuestionar su entidad y sus 
efectos. Esto, de entrada, implica modificar ampliamente las actitudes públicas 
de una parte del poder judicial y de otros operadores jurídicos que en ocasiones 
banalizan el problema” (p. 150). 
 La crítica que plantea esta autora permite analizar que la concepción que 
tiene el sistema judicial de la víctima es de una sujeta completamente sometida 
a actuar desde una posición pasiva, sin mayor incidencia ni implicancias en su 
propio proceso. Esto permite comprender el fenómeno de la violencia simbólica 
que se presenta en el contexto judicial que a su vez revictimiza a las mujeres 
que han sufrido violencia. 
 El cuidado que deben tener lxs funcionarixs del sistema judicial con el 
uso del lenguaje se pretende ejemplificar a través de la siguiente cita, este 
fragmento fue extraído y transcrito del material de audio correspondiente a las 
audiencias de juicio oral del caso número uno. 
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“Fiscal: Perfecto, doña L. usted ha señalado que eeem su pareja, está 
aquí porque su pareja le le pegó, le había pegado, de esos episodios 
que usted dice nos podría dar cuenta de alguno de ellos, de esos 
episodios que le pegó? 
Mujer: suspira…eem…silencio… él le, el me golpeaba po 
Fiscal: Perfecto, usted ha dicho que la ha golpeado, pero recuerda de 
esos de esos eventos o de esas situaciones que él la golpeo, en alguno 
en especial paso algo que usted nos pudiera contar que da origen a este 
juicio? 
Mujer: Me peg, me pegaba patadas, me tiraba el pelo, me pegaba 
puñetes 
Fiscal: Perfecto, usted nos podría señalar en una de esas ocasiones 
que es lo que paso (Poder Judicial de Chile, caso n°1, 2017) 
 Retomando el concepto de violencia simbólica, se precisa volver a 
mencionar que su principal forma de expresión es a través del uso del lenguaje, 
considerando al lenguaje como una práctica social, como una acción. De 
acuerdo con el fragmento citado en el párrafo anterior se plante que es en este 
tipo de intervenciones por parte de dos funcionarixs del sistema judicial que se 
puede apreciar la escasa o nula perspectiva de género con la que se relaciona 
con esta mujer en una instancia tan intimidante como lo es un juicio oral, en 
donde está el agresor presente, y en donde el foco esta puesto en el 
cuestionamiento del testimonio víctima. 
 Otro elemento interesante de visualizar es la reiteración de ciertas 
palabras y el uso de otras que funcionan como un antagónico respecto de la 
situación que está ocurriendo en aquel momento. Primero repite tres veces en 
una misma frase la palabra “pegó/pegado” y luego en la segunda frase lo repite 
dos veces más el mismo verbo sin necesidad alguna. Siguiendo con la idea de 
la perspectiva de género dentro de estos contextos, se reitera la idea de que 
este ejemplo da cuenta del nulo manejo de aquella. 
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 La palabra que funciona como antagonista es “perfecto”, la cual este 
funcionario utiliza para comenzar tres frases seguidas, mientras el contexto era 
que él estaba intentando que la mujer relatara algún episodio en donde en que 
haya sufrido violencia por parte de su expareja. Existe la posibilidad de que esta 
palabra haya sido utilizada como una muletilla y no con la intención de asentir 
que normaliza la violencia ejercida en contra de esta mujer. De todas formas 
debiese haber mayor consciencia de la forma en que se da la vinculación entre 
estxs funcionarixs y las mujeres en este tipo de contexto.  
 Lo anterior da cuenta de la falta de formación en perspectiva de género 
que evidencian estxs funcionarixs a través de su forma de proceder y de 
relacionarse con estas mujeres. En concordancia con la perspectiva de género 
necesaria para abordar este tipo de casos debiese existir una consciencia y un 
cuidado extremo en la utilización del lenguaje debido a las implicancias y 
repercusiones que éste tiene. Considerando el contexto de juicio oral en el que 
esto ocurre, no se considera que debiese haber una interacción mínimamente 
empática hacia la víctima, no se establece lo que es y no permitido respecto al 
uso simbólico del lenguaje.  
 Según Facio, A. & Fries, L. (1999) “El derecho como micro y macro 
discurso es entendido como el lenguaje autorizado del Estado y por ende como 
un discurso impregnado con el poder del Estado” (p. 220). En cuanto al derecho 
como discurso del Estado, estas dos autoras proponen que las feministas 
también lo consideran como un discurso patriarcal y androcéntrico, 
considerando que el discurso no es solo una forma de hablar, sino que también 
implica la forma en que se piensa y actúa sobre algo. A partir de aquello, 
plantean que el discurso del derecho “es una forma de hablar, pensar y actuar 
sobre las mujeres, los hombres y las relaciones entre ambos. Mientras el 
discurso sea patriarcal, las mujeres seremos discutidas, descritas y tratadas por 
el derecho de manera subordinada a los intereses de los hombres” (p. 221). 
 Esta concepción sobre el derecho como un discurso patriarcal y 
androcéntrico del Estado permite visualizar que el discurso analizado en este 
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estudio también forma parte de aquello y es reproducido por los/as funcionarixs 
involucrados en cada uno de los casos. Desde tales concepciones es que es 
posible interpretar la concepción que tiene el sistema judicial chileno sobre la 
figura de la mujer víctima de violencia, imponiéndole un lugar de pasividad y 
subordinación constante y aparentemente inamovible por el hecho de provenir 
desde un lugar de poder. 
Siguiendo con Facio, A. & Fries, L. (1999), en cuanto al derecho como 
discurso de poder estatal y de poderes locales “nos llevara a ponerles atención, 
más que a la norma formal, al como ella establece las reglas, pensamientos, 
actitudes y comportamientos que la norma presupone e incorpora, así como a 
ponerle atención a la forma como la norma institucionalizada lo que debe ser 
considerado como legitimo o ilegitimo, aceptable o inaceptable, natural o 
desnaturalizado. El estudio del derecho como discurso de poder puede ser la 
clave para las mujeres porque puede demostrar como el derecho es patriarcal 
mas allá de la norma, aun la norma protectora de los derechos de las mujeres” 
(p. 222). 
 La concepción de mujer que debiese regir la implementación de políticas 
públicas que amparen el fenómeno de la violencia contra las mujeres es de una 
personas que puede gozar de sus derechos en igualdad de condiciones, no 
subordinada a la voluntad de un Estado que toma medidas bajo una concepción 
androcéntrica de los derechos humanos. Al contrario de lo anterior, la 
legislación chilena enfoca la toma de decisiones en cuanto a la implementación 
de políticas públicas basándose en una concepción simplista de la violencia 
contra las mujeres, sin ser considerar como una problemáticas arraigada en 
relaciones estructurales de poder que perpetúan constantemente la dominación 
masculina. 
 Según Sepúlveda, I & Sovino, M. (2017), “Por estas razones se hace 
indispensable contar con herramientas que permitan a los/as fiscales conducir 
sus investigaciones con perspectiva de género y enfoque de derechos, 
principalmente en los delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar y 
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en los delitos sexuales, perpetrados en su gran mayoría respecto de mujeres, 
niños, niñas y adolescentes, los cuales se encuentran en una posición de 
especial vulnerabilidad” (p. 125). Es un avance y resulta interesante que en una 
revista perteneciente al Ministerio Publico se aborden temas como la violencia 
de género y se escriba con un lenguaje inclusivo. Pero en la cita anterior hay 
elementos que dan cuenta de una contradicción entre lo que se está 
proponiendo como “lo que se debiese hacer” y el cómo esto se plantea. Basta 
con detenerse en la frase “delitos cometidos en contexto de violencia 
intrafamiliar” para notar que es necesaria una reforma significativa en materias 
del tratamiento de la violencia contra las mujeres en este país. 
 Otro elemento que evidencia la falta de perspectiva de género con que 
se tramita la violencia contra las mujeres en Chile es el fenómeno de la 
impunidad. En el caso numero uno el imputado fue declarado culpable y según 
el documento del Poder Judicial de Chile (2017) fue condenado “a la pena de 
TRESCIENTOS DÍAS de presidio menor en su grado mínimo como AUTOR del 
delito de Lesiones Menos Graves (1 de marzo) … TRESCIENTOS DÍAS de 
presidio menor en su grado mínimo como AUTOR del delito de Lesiones Menos 
Graves (26 de Julio) … QUINIENTOS CUARENTA Y UN DÍAS de presidio 
menor en su grado medio, como AUTOR del delito consumado de Desacato” (p. 
17). 
 Sin embargo, se le impuso la pena sustitutiva de reclusión de libertad 
vigilada intensiva, que según un documento de Gendarmería de Chile (2017), 
esta “es una forma de cumplir condena sin estar recluido. Se caracteriza por un 
régimen de mayor control, en el que el penado estará sujeto al cumplimiento de 
un programa de actividades bajo la aplicación de condiciones especiales y; la 
orientación permanente y rigurosa de un delegado de Gendarmería de Chile. 
Pueden acceder personas que han sido condenadas a penas de cárcel entre 3 
y 5 años”. 
 En el caso número dos, el imputado fue declarado culpable y condenado 
a cumplir la pena “de Sesenta y un (61) días de presidio menor en su grado 
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mínimo … de quinientos cuarenta y un días ( 541 ) días de presidio menor en su 
grado medio, y accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante el 
período de la condena” (p. 24) por tres ocasiones en donde cometió el delito de 
desacato. También fue condenado a cumplir la pena de “cuarenta y un (41) días 
de prisión en su grado máximo, y accesoria de suspensión de cargo u oficio 
público durante el período de la condena” (p. 24) por cometer el delito de 
amenazas y la pena de sesenta y un (61) días de presidio menor en su grado 
mínimo, y accesoria de suspensión de cargo u oficio público durante el período 
de la condena” (p. 24) por cometer el delito de lesiones menos graves. Todos 
estos delitos fueron cometidos en contexto de VIF.  
Al igual que en el caso número uno, en el segundo caso al imputado se 
le impuso un pena sustitutiva que, según lo que plantea Gendarmería de Chile 
(2017) la remisión condicional de la pena “consiste en la sustitución de la pena 
privativa de libertad por el control administrativo realizado en Gendarmería de 
Chile durante cierto tiempo (firma mensual)”. 
Asimismo la sentencia de los casos número tres y cuatro resultó ser 
absolutoria, lo cual significa que los imputados fueron declarados inocentes en 
relación a los delitos por los que habían sido acusados. Es en base a lo 
evidenciado en los párrafos anteriores que es posible plantear que existe el 
fenómeno de impunidad en cuanto a las sentencias que se dictaminan en este 
tipo de casos. En los dos primeros casos en que los imputados fueron 
declarados culpables y condenados por los delitos cometidos, estos finalmente 
quedaron en libertad. Es así que se demuestra una vez más la sobre exposición 
a la que se ven sometidas las mujeres que han sufrido violencia.  
Este fenómeno se asocia con las recomendaciones que realiza el OEGS 
(2013) al Estado chileno en cuanto a la tramitación de la violencia que sufren 
las mujeres. Este observatorio afirma que “Las limitaciones de la 
institucionalidad para sancionar la violencia contra las mujeres han generado un 
contexto de gran impunidad, que tiene su base en las definiciones de violencia 
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que contiene la ley, en la insuficiencia de los recursos asignados y en la débil 
capacitación de las personas que operan el sistema” (p. 30). 
 Por último, resulta interesante revisar la reflexión que hace el OEGS 
(2013), sobre lo que significa “vivir libres de violencia”, lo refiere a “mucho más 
que no vivenciar golpes, humillaciones, violaciones y control abusivo en el 
cotidiano de la relación de pareja. Implica recuperar el estatus de ciudadanía sin 
recortes ni opacidades, escapar del miedo y la ansiedad, dejar el lugar de lo 
ambiguo e instalarse con autonomía en los distintos ámbitos de la vida en 
sociedad. La apropiación de poder por parte de las mujeres –mediante el 
conocimiento, la autonomía económica, el protagonismo social, el 
reconocimiento social y la capacidad de decidir libremente– es requisito clave 

















A través de esta investigación, se logró determinar cuáles son los procesos del 
sistema judicial chileno en los que se manifiesta la violencia simbólica 
institucional hacia las mujeres que han sufrido violencia. Es en ese recorrido y 
en esas instancias es en donde eventualmente se producen los fenómenos de 
violencia institucional y  victimización secundaria. 
 Estos procesos contemplan dos dimensiones, la directa e indirecta. La 
dimensión indirecta expuso la violencia institucional generada a través del 
accionar de ciertos procedimientos o de la inacción respecto a procedimientos 
que debiesen realizarse pero que no se logran por parte de la justicia chilena. 
La dimensión directa abordó la violencia institucional ejercida a través de la 
vinculación e interacción que se genera entre las mujeres que sufrieron 
violencia y lxs funcionarixs del sistema judicial que participaron en los casos 
analizados. 
 Los factores que favorecen a que se genere un ambiente revictimizante 
son descritos por dos autorxs que a grandes rasgos abordan prácticamente las 
mismas consideraciones. La enumeración que hace Rochel el año 2005 de 
estos factores es: Falta de información a la víctima de los ritos y tiempos 
procesales (especialmente cuando el victimario no es detenido), frustración de 
sus expectativas cuando no se llega a la condena, la víctima debe dar la versión 
de los hechos en presencia del victimario, lentitud procesal, la propia 
subjetividad de los profesionales y sus condiciones de trabajo (maltrato 
institucional, etc.), racionalización por parte de algunos profesional de la 
situación de la víctima (“algo estaría haciendo para que le ocurriera lo que le 
ocurrió”), la forma en que se tipifican los delitos en los códigos penales y la 
definición del sujeto pasivo de dicho delito (en la legislación penal argentina no 
se utiliza la palabra incesto sino que la acusación se hace por "abuso sexual 
agravado por el vínculo") y las intervenciones iatrogénicas, en las cuales el 
personal encargado de la atención a las víctimas, con su intervención, producen 
más daño que el mismo hecho delictivo. 
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En esta investigación en particular, fueron identificados cuatro elementos 
que dan cuenta y ejemplifican los factores descritos que favorecen a que se 
genere un ambiente revictimizante. Los dos primeros se asocian con el contexto 
de una dinámica indirecta a través de la cual se ejerce la victimización 
secundaria y los dos últimos elementos se asocian a la dinámica de relación 
directa entre la víctima y lxs funcionarixs. Estos elementos son: 1) El excesivo 
tiempo de espera por el que debe pasar una mujer que ha sufrido violencia 
desde que realiza la denuncia hasta que se concreta la instancia de juicio oral. 
2) El segundo elemento es el delito de desacato, 3) el tercero es el fenómeno 
de la retractación de la víctima y 4) el cuatro elemento es el procedimiento del 
reconocimiento del agresor. 
Estos cuatro elementos logran dar cabida al concepto de iatrogenia en 
intervenciones del sistema judicial chileno. La idea principal que se propone a 
través de este concepto es evidenciar que el organismo del Estado que debiese 
preocuparse y hacerse cargo de las mujeres que han sufrido violencia por parte 
de sus parejas o ex parejas, finalmente termina generando un daño similar o 
mayor que el que ya han sufrido estas mujeres. 
Esta iatrogenia en la inacción o en la acción a través de intervenciones 
del sistema judicial se asocia a la concepción de violencia simbólica institucional 
planteada en un principio. Ésta ejercida en un contexto en donde las relaciones 
de poder imperan, amparadas en una sociedad patriarcal y androcéntrica, 
sometiendo a las mujeres a la normalización y naturalización de la violencia que 
sufren a diario.  
 Por último, con el objetivo de realizar una interpretación sobre la 
concepción que se tiene de una “víctima pasiva” sobre la mujer en el sistema 
judicial, se propuso hacerlo en primer lugar a través del concepto de 
estereotipos de género. Este concepto surge como una forma de explicar esta 
noción que tiene la justicia como institución sobre las mujeres que han sufrido 
violencia como actoras pasivas en las situaciones que deben experimentar al 
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